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RESUMEN 
5 ideas clave 

I. Vulnerabilidad urbana 

 El particular proceso de crecimiento y desarrollo de los entornos urbanos se ha 

caracterizado por una ausencia de homogeneidad que ha dado lugar a la existencia 

de enclaves que pueden ser calificados como vulnerables. 

Esta vulnerabilidad ha de entenderse como la potencialidad de que la población 

de un determinado espacio urbano concreto sea afectada por alguna circunstancia 

adversa. Es decir: se dan unas determinadas condiciones de riesgo, fragilidad y 

desventaja que harían posible la entrada en una situación crítica de 

desfavorecimiento, entendido éste como la aparición de una situación de exclusión 

que puede llegar a consolidarse. 

Las áreas consideradas vulnerables, por tanto, quedan fuera del espacio urbano 

normalizado o que disfruta de un nivel más elevado de desarrollo, calidad de vida, 

calidad ambiental, seguridad, etc. Se generan, así, desequilibrios territoriales 

asociados a la existencia de esas áreas. 

Por otro lado, el espacio normalizado se ve afectado también negativamente por 

la existencia de zonas vulnerables ya que forman parte de un entorno urbano único 

que acaba por ser percibido en su conjunto como poco atractivo tanto para el 

talento como para la inversión, generando una degradación global de la 

habitabilidad urbana. 

El imperativo urbano que persigue un modelo de ciudad caracterizado por la 

vitalidad, la habitabilidad y la accesibilidad necesita reducir, por tanto, los niveles 

de vulnerabilidad y alcanzar un desarrollo armonioso de todas los componentes 

del entorno urbano, ya que este es uno de los cuatro pilares en que se fundamenta 

la idea de las ciudades del futuro, junto con los de desarrollo sostenible, movilidad 

sostenible y participación social. 

II. Programas de reducción de los desequilibrios territoriales 

 La lucha contra los riesgos de exclusión y la aparición de zonas especialmente 

vulnerables en los entornos urbanos sigue siendo un desafío formidable para las 

políticas públicas que pueden diseñarse desde las instituciones municipales. 

A ello contribuye, entre otros factores, el hecho de que la vulnerabilidad sea una 

realidad con múltiples facetas y dimensiones, y en la que tienen cabida diversos 

tipos de privaciones económicas o sociales que son sufridas por distintos 

segmentos de la población. 

No existe, por tanto, una estrategia de eficacia universal contra la vulnerabilidad 

urbana que sea aplicable en todo tiempo y para todo tipo de áreas dentro de la 
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ciudad. Para el correcto desarrollo de las estrategias necesariamente 

multidimensionales se hace preciso encontrar una lógica adecuada que facilite 

incrementar el impacto distributivo de las distintas políticas macroeconómicas, de 

manera muy especial las centradas en el gasto público y los programas de 

desarrollo urbano. 

Los Fondos de Reequilibrio Territorial (FRT) son una herramienta indispensable, 

no solo para corregir las desigualdades sociales, económicas y medioambientales, 

entre otras, sino también para conseguir que la ciudad se adapte a un modelo de 

crecimiento sostenible propio de las ciudades modernas y los conceptos de Smart 

City cada vez más demandados. 

Sin embargo, el éxito de los mismos depende de que su distribución se ajuste a 

necesidades reales, o dicho de otro modo, depende de que se identifiquen con 

claridad las zonas urbanas vulnerables y el diferente grado en que cada una de 

ellas se encuentra en esa situación. 

III. Reparto de los Fondos de Reequilibrio Territorial (FRT) 

La adjudicación de los fondos es, por un lado, una tarea compleja que se enfrenta 

a un entorno dinámico y cambiante, en el que las necesidades a cubrir evolucionan 

con rapidez y exigen la toma en consideración de un número cada vez mayor de 

indicadores. Por otro lado, se trata de una decisión política de primer orden, tanto 

por el montante de los fondos, que suele ser siempre elevado, como por los 

objetivos perseguidos. 

Como prácticamente toda decisión política, el ciudadano espera que la 

distribución de los fondos que se destinan a combatir las situaciones de 

vulnerabilidad no sea arbitraria, resultado de un juicio subjetivo del decisor, ni 

que responda exclusivamente al interés particular de este. Si se percibe de esa 

manera se estaría bloqueando de manera importante la posibilidad de alcanzar los 

objetivos perseguidos. 

Es necesario que el reparto esté fundamentado en razones objetivas, dotadas de 

una especie de validez universal. 

Pero, además, cuando se trata de decisiones políticas en áreas tan sensibles como 

la que nos ocupa, las decisiones deben gozar de una especial legitimidad derivada 

del hecho de que las decisiones tengan en cuenta el interés de los afectados por las 

mismas. En definitiva, que el reparto de fondos se produzca en virtud de la 

vulnerabilidad existente y de los factores que la producen y que se maximice su 

efecto corrector sobre los desequilibrios territoriales 

Por las propias características de la vulnerabilidad urbana que se han mencionado 

con anterioridad, es necesario tener en cuenta múltiples criterios a la hora de 

adoptar el reparto que se considere más conveniente. Ello convierte a este tipo de 

decisión en una especialmente adecuada para la aplicación del modelo 

multicriterio conocido como proceso de análisis jerárquico.  
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IV. El empleo del AHP para el reparto de los FRT 

 Cuando se trata de adoptar decisiones especialmente sensibles y de las que 

dependerá el futuro del desarrollo de importantes áreas urbanas, resulta 

conveniente aplicar métodos de toma de decisiones que permitan incorporar 

diversos criterios (en función de los distintos intereses afectados) y las distintas 

visiones que sobre los mismos puedan existir. 

Es en este sentido en el que el proceso de análisis jerárquico (Analytic Hierarchy 

Process, AHP) se muestra como idóneo al superar, gracias a su rigor metodológico, 

las que los ciudadanos pueden considerar como deficiencias del proceso político 

de definición de los problemas. 

Las ventajas que ofrece el modelo pueden enumerarse como sigue: 

· Permite desglosar y analizar el problema de la vulnerabilidad urbana 

teniendo en cuenta todas sus facetas. 

· Permite medir criterios cuantitativos y cualitativos determinantes de la 

vulnerabilidad mediante una escala común fácilmente comprensible. 

· Permite la participación de diferentes personas o grupos de interés y 

facilita alcanzar un consenso. 

· Es fácil de usar y permite que su solución se pueda complementar con 

métodos matemáticos de optimización. 

 

La elección, por tanto de los criterios e indicadores que facilitarán la aplicación del 

modelo resulta trascendental por dos motivos: en primer lugar porque de la pre-

cisión de los mismos dependerá la adecuación del resultado a la realidad urbana, 

y en segundo lugar porque son el resultado de la idea que de la vulnerabilidad 

urbana tiene el decisor público y ofrecerá una imagen de la misma definida a partir 

de esa visión.  

V. La vulnerabilidad urbana aplicando el AHP 

Parte de la idea ya comprobada de que la vulnerabilidad no puede entenderse y 

mucho menos explicarse y combatirse si se la ve solo desde el punto de vista del 

nivel de ingresos. Es un fenómeno que tiene múltiples dimensiones que 

interactúan entre ellas de manera compleja. 

Por ello, para aplicar el AHP el Ayuntamiento de Madrid ha seleccionado una serie 

de criterios que complementan al ya tradicional del nivel de ingresos y que ofrecen 

una visión más completa del fenómeno de la vulnerabilidad y el riesgo de 

exclusión en la ciudad de Madrid. Son los siguientes: 

 

Relativos a la población: 

· Número de habitantes 

· Tasa de inmigrantes 
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· Esperanza de vida 

· Nivel de estudios  

 

 Relativo al estatus socioeconómico: 

· Renta media del hogar 

 

Relativos a la actividad económica: 

· Tasa de paro 

· Parados mayores de 45 años 

· Parados sin prestación 

 

Relativo al desarrollo urbano: 

· Valor catastral de las viviendas 

 

Relativos a las necesidades asistenciales: 

· Tasa de demanda de dependientes 

· Familias perceptoras de renta mínima 

· Tasa de servicios asistenciales a domicilio 

· Tasa de Teleasistencia 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Aplicando el modelo a estos criterios, el Ayuntamiento de Madrid, ha alcanzado 

una imagen concreta de la vulnerabilidad a partir de la que proceder al reparto de 

los FRT. 
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INTRODUCCION 
 

Las ciudades se vienen caracterizando por la ausencia de homogeneidad 

territorial y social y Madrid no es una excepción. La sociología urbana sobre la 

capital viene destacando, desde hace décadas; dos rasgos distintivos de esta falta 

de homogeneidad, son las diferencias entre el norte y el sur y entre el “centro” y 

la “periferia”. 

Los estudios que se realizaron  en la década de los 80, algunos teóricos, otros 

destinados a impulsar estrategias, fueron publicándose en revistas especializadas 

y hablaron de la segregación espacial de la capital. En ellos se obtenía 

sistemáticamente la misma radiografía: Si vivías en un distrito del sur y sureste que 

estuviera más allá de la “frontera” de la M-30 tenías grandes probabilidades de vivir en un 

barrio o distrito “segregado”. 

En efecto, si se trazaba una línea en sentido noroeste-suroeste (por simplificar, 

entre la A-2 y la A-5) se comprobaba que los distritos y barrios al sur de esta línea 

(distritos del sur y sureste de la ciudad, aunque con algunas excepciones, como el 

caso de Tetuán y barrios como Embajadores, en el distrito Centro) respondían a 

lo que, técnicamente, se definía como distritos y barrios segregados. La segunda 

característica era la relativa a las diferencias existentes entre la almendra central, 

los barrios y distritos al interior de la M-30, y los “distritos periféricos”. 

Desde los años 80 en que se publicaron esos estudios han pasado ya más de tres 

décadas  en las que se han sucedido ciclos altos y bajos de la economía  y, aunque 

resulta claro que los barrios de Madrid han cambiado respecto a los años 80 del 

pasado siglo, la pregunta acerca de si estos análisis seguían siendo válidos era del 

todo pertinente: La necesidad de reequilibrio de Madrid continúa siendo, tras 

décadas, una cuestión pendiente, si bien hoy se estudia bajo un concepto más 

amplio y preciso como es el de vulnerabilidad.  

Los conceptos han cambiado, pero la realidad de los barrios y distritos de Madrid 

no, porque las diferencias siguen existiendo y son básicamente las mismas. 

Para confirmar esta visión con objetividad y con la necesidad de distribuir de 

modo justo y proporcional los sucesivos presupuestos del Fondo de Reequilibrio 

Territorial se han analizado y catalogado, con arreglo a 5 dimensiones y 13 

indicadores, los 128 (131 posteriormente) barrios y los 21 Distritos de la capital1.  

                                                           
1 A partir de 2019 se integran en el análisis de vulnerabilidad los nuevos barrios aprobados por acuerdos de Pleno:  

- Distrito de Vallecas: Creación del nuevo barrio Ensanche de Vallecas. (Acuerdo Pleno de 31 de mayo de 2017).  

- Distrito de Villaverde: Nueva denominación del barrio de San Andrés por la nueva denominación de Villaverde 

Alto-Casco histórico de Villaverde (Acuerdo Pleno de 31 de octubre de 2017). 

- Distrito de Vicálvaro: Desaparición del barrio de Ambroz y creación de tres nuevos barrios: Valdebernardo, 

Valderrivas y El Cañaveral. (Acuerdo Pleno de 31 de octubre de 2017). 



                                         
  

 

 INFORMES Y ESTUDIOS 2018. AREA DE COORDINACION TERRITORIAL Y COOPERACION PÚBLICO SOCIAL. SERVICIO DE ESTUDIOS Y EVALUACIÓN TERRITORIAL 

10 

El Fondo de Reequilibrio Territorial (FRT) es un proyecto clave del Área de 

Gobierno de Coordinación Territorial y Cooperación Público Social, una 

herramienta para la cohesión de la Ciudad que consolida los principios de 

corresponsabilidad y solidaridad territorial. 

Forma parte del Plan Estratégico de Descentralización Municipal en su dimensión 

económica, que tiene como objetivo mejorar la calidad de vida en las zonas más 

vulnerables de Madrid; un instrumento destinado a intervenir en los barrios o 

zonas vulnerables, así como a cubrir necesidades puntuales para la mejora social, 

urbanística y dotacional de la ciudad. 

En resumen los objetivos del FRT son: 

 Avanzar en la cohesión y equilibrio de la Ciudad consolidando los principios 

de corresponsabilidad y solidaridad interterritorial. 

 Mejorar social, urbanística y económicamente los barrios que evidencien un 

mayor  malestar urbano. 

 Fomentar la participación activa de la ciudadanía en la mejora de la calidad de 

vida a través del movimiento asociativo y desarrollando fórmulas de 

cooperación público social en beneficio de la ciudad. 

Se definen como territorios vulnerables aquellos en los que la potencialidad de 

que la población sea afectada por alguna circunstancia adversa sea alta. Es decir, 

se dan unas determinadas condiciones de riesgo, fragilidad y desventaja que 

harían posible la entrada en una situación crítica de desfavorecimiento, entendida 

ésta como la aparición de una situación de exclusión que puede llegar a 

consolidarse. 

 

Para determinar la vulnerabilidad social y territorial de la ciudad el Ayuntamiento 

ha contado con la colaboración del Departamento de Ciencias Sociales y de 

Inteligencia Artificial de la Universidad Carlos III. El análisis se ha realizado a 

partir de teorías que permiten aplicar métodos destinados a la toma de decisiones 

complejas incorporando diversos criterios en función de los objetivos perseguidos. 

 

La metodología denominada proceso de análisis jerárquico AHP (Analityc 

Hierarchy Process) se ha demostrado científicamente como la más idónea gracias 

a su gran rigor metodológico. Sus ventajas consisten básicamente en que. 

 

 Permite desglosar y analizar problemas complejos (como determinar en qué 

consiste la vulnerabilidad urbana). 
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 Utilizar criterios cuantitativos y cualitativos mediante escalas manejables y 

comprensibles 

 Consenso de diferentes personas o grupos para determinar la importancia de 

cada uno de los componentes de la decisión  

 Es fácil de usar ya que permite que su solución se complemente con métodos 

matemáticos. 

 

“Esta estrategia innovadora en el ámbito de las políticas públicas ofrece considerables 

ventajas al decisor público, entre las que destaca la posibilidad de que, en la decisión 

final adoptada, se hayan tenido en cuenta gran diversidad de opiniones”, comentan los 

investigadores de la UC3M, que provienen tanto de las áreas de Ciencia Política como 

de la Ingeniería Informática.  

 

“La aplicación de esta metodología en un ámbito tan sensible hace que la decisión final 

de reparto de fondos sea vista como un resultado objetivo, dotado de legitimidad y 

validez”. 

 

El proyecto de investigación ha permitido conocer cuáles son los barrios más 

desfavorecidos de la capital. Este índice de vulnerabilidad ordena los barrios de 

Madrid de mayor a menor por su necesidad de reequilibrio. En la parte alta de este 

ranking aparecen San Diego y Entrevías (Puente de Vallecas) o San Cristóbal y San 

Andrés (Villaverde), mientras que en el otro extremo figuran barrios como El 

Plantío y Valdemarín (Moncloa-Aravaca), El Viso y Nueva España (Chamartín), 

Recoletos (Salamanca) o Jerónimos (Retiro). 

 

“Estos resultados confirman la percepción de que la mayor parte de los desequilibrios 

se concentran en la zona sur de Madrid, aunque gracias al nivel de detalle de la 

herramienta, hemos confirmado la existencia de barrios en situación de vulnerabilidad 

dentro de algunos distritos que están muy bien posicionados en los indicadores 

económicos” 

 

Esta herramienta, además, ha permitido confirmar correlaciones halladas en 

investigaciones previas, como la que se establece entre  

 

“El nivel educativo y el paro, que determinan en buena medida la aparición de zonas 

vulnerables en las que, a su vez, se observan unos valores de desarrollo urbano 

sostenible más reducido”. 

 

La aplicación, por primera vez en Madrid, de este método que puede ser de 

utilidad para los responsables de la toma de decisiones abre una vía prometedora, 

al permitir una mayor participación de diversos actores en este proceso.  

 

“Hemos empleado una tecnología conocida en el ámbito empresarial, como el análisis 

jerárquico, y la hemos aplicado mediante Inteligencia Artificial a un entorno donde 
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habitualmente no se suele utilizar: la toma de decisiones públicas. Gracias a ello, resulta 

posible fusionar las opiniones de multitud de personas, que no tienen que ser expertas 

en el reparto de presupuestos ni en indicadores de desarrollo”, explica José Manuel 

Molina, del Grupo de Inteligencia Artificial Aplicada de la UC3M.  

 

“En un futuro, podremos integrar las opiniones de millones de personas para adoptar 

una decisión lo más consensuada posible”.  

 

De hecho, el equipo de investigación tiene previsto ampliar la aplicación del 

modelo a los procesos participativos que incorporen a los actores objetivo 

(principalmente a los ciudadanos), de un modo ordenado que permita la 

implementación de modelos de gestión pública participativa. Se trata, en 

definitiva, de explorar los desarrollos potenciales en un área donde confluyen la 

Inteligencia Artificial y la Ciencia Política 
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INDICADOR DE 

VULNERABILIDAD (I.V). MARCO 

CONCEPTUAL Y 

METODOLOGICO. 
 

Diseño de nueva metodología de valoración de la situación de 

cohesión-desigualdad territorial para el Fondo de Reequilibrio 

Territorial de Madrid (FRT 

 
La distribución de la población en un entorno urbano, en un entorno geográfico, 

influye, en gran medida, en la vida de sus ciudadanos. No solo por las condiciones 

territoriales o medioambientales que los rodean, también por el acceso a los 

servicios públicos y, principalmente, por la concentración de una serie de factores 

que pueden incidir en la aparición de zonas vulnerables. Por ello, la identificación 

de estos factores y el modo en el que afectan a los ciudadanos, así como los 

entornos geográficos en los que se producen esta concentración, es del todo 

relevante pues se muestra como el único camino para paliar sus efectos. 

La aplicación e identificación en los entornos urbanos de los desequilibrios 

territoriales no resulta novedosa. Su estudio se aproxima a las líneas de trabajo 

seguidas por Naciones Unidas – Habitat Agenda Urban Indicators (UN-

HABITAT), que ha tenido su traslación y/o continuidad con los trabajos del 

Observatorio de la Vulnerabilidad Urbana del Ministerio de Fomento y la 

elaboración de su Catálogo de Barrios Vulnerables y el Atlas de la Vulnerabilidad 

Urbana en España. Dada su importancia, no es de extrañar que la política de 

cohesión territorial sea el objetivo de interés geográfico más importante que está 

llevando a cabo la Unión Europea de la mano de la Estrategia Territorial Europea 

(ETE) desde 1999, de la aportación ESPON/ORATE (Observatorio en Red de la 

Ordenación del Territorio Europeo), de la Agenda Territorial Europea (2007), del 

Libro Verde sobre la cohesión territorial (Pillet et al., 2013). 

Son múltiples los esfuerzos por detectar y analizar los desequilibrios territoriales, 

especialmente aquellos que inciden de un modo destacado en la creación de áreas 

vulnerables en entornos urbanos. Una preocupación constante por la reducción de 

los desequilibrios y por el análisis de los mecanismos para alcanzar el desarrollo y 

cohesión territoriales (Farinós et al., 2009). Interés que se ha centrado, 

principalmente, en los mecanismos de redistribución entre las Comunidades 

Autónomas (De la Fuente, 2005), en los instrumentos que permiten la cooperación 

y coordinación territorial (Romero, 2005), así como en la incidencia de las políticas 
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públicas en el desarrollo y cohesión de los territorios rurales (Moyano, 2009) entre 

otros (Pita y Pedregal, 2015). Quizás por ello, el esfuerzo que realizan los entes 

locales, con un menor número de competencia y un presupuesto menor al de las 

Comunidades Autónomas, resulta de especial interés. Principalmente porque, a 

pesar de la ausencia de competencias que pudieran actuar directamente sobre 

algunos de los factores que generan estas áreas vulnerables, sobre todo lo más 

estructurales, la proximidad con los ciudadanos les sitúa en condiciones de poder 

paliar algunos de los desequilibrios detectados mediante la formulación de 

políticas públicas o la prestación de servicios públicos. 

 

La desigual distribución de la población en entornos urbanos por razón de su 

desarrollo socioeconómico, actividad económica, necesidades asistenciales, etc., 

conducen, necesariamente, a la identificación de una serie de patrones que 

provocan un desequilibrio territorial. Conviene recordar que el concepto de 

desequilibrio alude a desigualdades y desajustes territoriales negativamente 

connotados, los cuales deben distinguirse del término más general y «aséptico» de 

diferencias espaciales, que simplemente revela contrastes, sin juicio de valor 

explícito, y que por ende podrían resultar bien positivas y valiosas, bien negativas. 

Los desequilibrios son la consecuencia de dinámicas muy heterogéneas en las que 

concurren factores varios -unos de índole físico-natural, otros de origen humano-

y agentes (entidades públicas, empresas, organizaciones diversas, ciudadanos, 

etc.), operando con metas plurales y a veces contrapuestas. Como resultado de 

ellos se conforman estructuras espaciales, más o menos perdurables, que poseen 

una trascendencia e implicaciones (negativas o positivas), a veces importantes 

(Moreno y Vinuesa, 2009). 

 

En términos urbanos, y aplicada sobre un espacio social considerado como lugar 

geográfico, la «vulnerabilidad urbana», fruto de los desequilibrios territoriales, se 

refiere a la potencialidad de que la población de un determinado espacio urbano 

concreto sea afectada por alguna circunstancia adversa, de modo que el concepto 

alude no tanto a la existencia de una situación crítica constatada en la actualidad 

como a la de unas determinadas condiciones de riesgo, fragilidad y desventaja que 

harían posible la entrada en esa situación crítica de desfavorecimiento, entendido 

éste como «la materialización de dicho riesgo en una situación de exclusión ya 

consolidada» (Bruquetas, et al., 2005: 11). 

 

Es importante advertir que, en el sistema urbano, identificamos las áreas de 

segregación espacial cuando hay barrios que quedan fuera del sistema urbano 

«normalizado» (EDIS 2000) y por lo tanto en una situación de vulnerabilidad 

(Alguacil et al., 2014). Una identificación del todo pertinente para la formulación 

del problema que intenta solucionar la metodología propuesta pues, como 

veremos a continuación, se realiza un análisis agregado por barrios, la unidad 

administrativa mínima a la que se desciende en el municipio de Madrid y de la 

que se disponen datos, que son comparados entre ellos para identificar aquellos 
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que se encuentran fuera del espacio normalizado y, por tanto, incurren en 

situación de vulnerabilidad. De este modo, pueden activarse políticas específicas 

para corregir estas situaciones de desequilibrio detectadas. 

 

El empleo de fondos de reequilibrio en los entornos urbanos que experimentan un 

desarrollo desigual se ha convertido en una herramienta indispensable, no solo 

para corregir las desigualdades sociales, económicas y medioambientales, entre 

otras, sino también para conseguir que la ciudad se adapte a un modelo de 

crecimiento sostenible propio de las ciudades modernas y los conceptos de Smart 

City cada vez más demandados. 

 

La adjudicación de los fondos es, por un lado, una tarea compleja que se enfrenta 

a un entorno dinámico y cambiante, en el que las necesidades a cubrir evolucionan 

con rapidez y exigen la toma en consideración de un número cada vez mayor de 

indicadores. Por otro lado, se trata de una decisión política de primer orden, tanto 

por el montante de los fondos, que suele ser siempre elevado, como por los 

objetivos perseguidos. No en vano, buena parte del juicio que al ciudadano le 

merecerá la gestión municipal se verá influido de manera decisiva por la 

comparación que efectúe entre su estado ex ante y el resultado ex post en relación 

a la intervención de las autoridades municipales. A ello han de sumarse los 

intereses, no siempre convergentes, de los afectados por estas políticas de 

reequilibrio que, por regla general, no podrán ver como todas sus preocupaciones 

o expectativas se ven reflejadas en la decisión final a adoptar. 

La ciudad de Madrid no es una excepción respecto a esta situación y las dinámicas 

a que da lugar. El desarrollo de la ciudad no se ha realizado de manera uniforme. 

Ello es debido a múltiples factores, que van desde las peculiares características 

históricas de los distritos (ubicación de antiguos polígonos industriales o 

estaciones de ferrocarril, en ocasiones reconvertidos en zonas verdes o 

urbanizadas; emplazamiento de los distritos en relación a la red de comunicación 

tanto intramunicipal como del municipio con el exterior; implantación de distintos 

modelos de negocio; diversas formas de urbanización; modernidad de las 

edificaciones y el trazado de las vías, etc.), hasta su particular composición 

demográfica o el impacto de los vaivenes económicos de carácter general que 

afectan, de manera muy notable, a la capacidad adquisitiva de aquellos distritos 

en que se concentra un mayor número de población dedicada a trabajos no 

cualificados o a trabajos especialmente afectados en las situaciones de crisis. Los 

Fondos de Reequilibrio Territorial se convierten, así, en una herramienta 

imprescindible para corregir las deficiencias que el modelo de crecimiento urbano 

pueda tener. 

Las autoridades municipales se ven, por tanto, en la necesidad de adoptar una 

decisión que puede calificarse como compleja en tanto en cuanto obliga a tener en 

cuenta una gran cantidad de información y diversidad de indicadores que no sólo 
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pueden convertir la tarea en pesada y tediosa, sino que pueden dar lugar a una 

serie de graves inconsistencias en los juicios que se emplean para obtener las 

conclusiones finales, lo que, en último término redunda en una mala inversión de 

los fondos y en la incapacidad de conseguir los objetivos que con ellos se 

persiguen. “La falta de un procedimiento coherente de toma de decisiones es 

especialmente preocupante cuando ni la lógica, ni la intuición son de ayuda para 

determinar cuál de las distintas opciones es la más deseable o la menos objetable” 

(Saaty y Zoffer, 2012, 78), circunstancias que se dan en la distribución del Fondo 

de Reequilibrio Territorial (en adelante FRT). 

Para lograr que el reparto final sea convincente y esté sólidamente fundamentado 

en las circunstancias reales de cada uno de los 21 distritos de la ciudad de Madrid, 

se ha empleado un método de decisión multicriterio que ha mostrado su idoneidad 

en circunstancias en las que, como en el reparto del FRT, es necesario considerar un 

número elevado de criterios complejos que, en ocasiones, pueden llegar a competir 

los unos con los otros. Se trata del conocido como Proceso de Análisis Jerárquico, 

originalmente desarrollado por Thomas L. Saaty (1977, 1980, 1986a) y que ha sido 

empleado desde entonces para la toma de decisiones en multitud de ámbitos en los 

que surgen problemas relacionados con la decisión multicriterio (Golden et al., 

1989, Zahedi, 1986 y Vargas, 1990), y que abarcan tanto problemas de ingeniería 

(Triantaphyllou y Mann, 1995), decisiones sobre trasplantes de órganos (Lin y 

Harris, 2013), sobre la localización de instalaciones (Carlsson y Walden, 1995), sobre 

los servicios de telefonía móvil (Nikou y Mezei, 2013), pero también, y de manera 

muy temprana, se ha aplicado a la toma de decisiones relacionadas con el ámbito 

urbano (Saaty, 1986b; Saaty y Sagir, 2012; Yau, 2008; Lee y Chan, 2007). 

Como se verá a continuación, el empleo de este método permite establecer una 

lista ordenada de los 128 (ó 131) barrios de la ciudad de Madrid en función de su 

índice de vulnerabilidad, hallado a partir de la ponderación de una serie de 

indicadores que reflejan la situación de desarrollo de cada uno de ellos y sus 

necesidades de inversión. 

Son diversos los elementos coincidentes en la elaboración y aplicación de los 

indicadores sociales para la descripción de la realidad urbana. Así, por ejemplo, y 

a partir de los trabajos de Bauer (1960), Navarro y Larrubia (2006) establecen una 

serie de elementos que, si bien no responden a un esquema metodológico, si 

presentan un orden lógico para afrontar una investigación de este tipo: 

 Medidas estadísticas: es necesario contar con un repositorio, o varios 

repositorios, de datos contrastados que trabajen sobre las mismas 

dimensiones para que las comparaciones entre los datos sean posibles. 

 Conceptos, dimensiones, aspectos, etc.: los datos son empleados para 

evaluar un concepto, una teoría o idea de un modo riguroso. 
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 Análisis teórico previo: es en este aspecto en el que los indicadores 

superan su valor como datos estadísticos. Todos ellos aportan un valor 

informativo, con fundamentación en la reflexión teórica y en el 

desarrollo de un esquema explicativo, principalmente basado en la 

opinión de expertos. 

 Integrado en un sistema coherente de medidas: un indicador es solo 

una medida aislada. Es necesario relacionarla con otros, incorporarlos 

a un sistema, para que tomen sentido y sirvan para realizar 

construcciones ordenadas y coherentes. 

 Describe el estado de la realidad, en nuestro caso territorial, y las 

situaciones de desequilibrio territorial (objetivo del Fondo de 

Reequilibrio Territorial del Ayuntamiento de Madrid). Esta 

observaciones permite analizar dos estados del fenómeno: i) estático, el 

estado actual de la realidad observada en un momento dado; ii) 

dinámico, la evolución del estado de la realidad observada a lo largo 

de un período de tiempo. 

 

I. El proceso analítico jerárquico 

El problema de elegir una alternativa de un conjunto es una situación habitual en 

todos los órdenes de actividad de los seres humanos. Todas las decisiones de 

gestión y estrategia implican la búsqueda de soluciones alternativas viables y la 

elección adecuada de una de ellas: “La toma de decisiones es un proceso de 

selección entre cursos alternativos de acción, basado en un conjunto de criterios, 

para alcanzar uno o más objetivos” (H. Simon, 1960). 

Generalmente, el proceso de toma de decisión comprende de manera general los 

siguientes pasos: 

 Análisis de la situación 

 Identificación y formulación del problema 

 Identificación de aspectos relevantes que permitan evaluar las posibles 

soluciones 

 Identificación de las posibles soluciones 

 Aplicación de un modelo de decisión para obtener un resultado global 

 Realización de análisis de sensibilidad 

La toma de decisión, además, es una labor en la que suelen intervenir expertos, ya 

que el análisis de problemas complejos requiere de grandes esfuerzos y de incorporar 

el máximo de información posible, para que el problema quede formulado de forma 

completa y se pueda tener mejor detalle que permita distinguir las diferentes 

soluciones aplicables. Este hecho puede también ser un inconveniente insalvable del 

proceso de toma de decisión, por lo difícil que resulta poner de acuerdo a un conjunto 

de expertos. Por tanto, sería deseable que los procesos formales que permiten ayudar 
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a la toma de decisión, incorporen mecanismos para integrar las opiniones no 

coincidentes de los expertos. 

Para abordar una situación de un problema de toma de decisión en la que se 

presentan diversos objetivos o criterios que simultáneamente deben incorporarse, 

ha surgido la Metodología Multicriterio como Sistema de Ayuda a la Decisión. 

I.a Los Métodos de Evaluación y Decisión Multicriterio 

A diferencias de las técnicas de optimización, los métodos de evaluación y 

decisión multicriterio, no consideran la posibilidad de encontrar la solución 

óptima. Por el contrario, en función de los objetivos predefinidos (que pueden 

estar en conflicto) y de las preferencias del decisor tratan de: 

 Seleccionar la(s) mejor(es) alternativas 

 Aceptar alternativas que parecen “buenas” y rechazar aquellas que parecen 

“malas” 

 Generar una “ordenación” (ranking) de las alternativas consideradas (de 

la “mejor a la “peor”) 

Para ello han surgido diversos enfoques, métodos y soluciones. Se distinguen dos 

aproximaciones, dependiendo si el número de alternativas es infinito, Decisión 

Mutiobjetivo, o finito (numerable), Decisión Muticriterio Discreta. Los problemas 

del mundo real son muy mayoritariamente de este último tipo. La decisión sobre 

la mejor de las alternativas requiere del establecimiento de un conjunto de criterios 

de evaluación (atributos, objetivos) que permitirán evaluar las alternativas en 

función a unos pesos, determinados por el decisor, que reflejan la importancia de 

cada atributo/objetivo en la toma de decisión. Generalmente, se establece una 

valoración (precisa o subjetiva) de cada alternativa, medida en una escala 

cuantitativa o cualitativa. Dicha medida puede dar lugar a un cardinal, ordinal, 

nominal o un valor probabilístico. 

Dado que se establece una correspondencia directa entre la importancia de cada 

atributo y la valoración final, es en este punto donde se establecen metodologías 

que permiten encontrar el conjunto de pesos asociados a los atributos que mejor 

reflejan (modelan) las decisiones que toman los expertos. 

Los principales métodos de evaluación y decisión multicriterio discretos son: 

 Ponderación Lineal (scoring) 

 Utilidad multiatributo (MAUT) 

 Relaciones de superación 
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 Análisis Jerárquico (AHP, The Analytic Hierarchy Process, 

Proceso Analítico Jerárquico) 

En la figura 1 se muestra una clasificación de los métodos multicriterio discretos. 

    

Figura 1 

Clasificación de los métodos multicriterio discretos 

Las técnicas basadas en función valor consideran que el objetivo es maximizar una 

función que agrega todos los criterios, no existe incertidumbre y el conjunto de 

alternativas es finito. En contraposición, los basados en sobreclasificación, consideran 

construir una función de agregación y basan su estrategia en una metodología 

constructivista. 

 

I.a.1. Ponderación Lineal (scoring) 

Permite tratar situaciones de incertidumbre o con pocos niveles de información. Se 

construye una función de valor para cada una de las alternativas. El método de 

Ponderación Lineal supone la transitividad de preferencias o la comparabilidad. Es un 

método completamente compensatorio, y puede resultar dependiente, y manipulable, 
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de la asignación de pesos a los criterios o de la escala de medida de las 

evaluaciones. Es un método fácil y utilizado ampliamente en el mundo. 

I.a.2. Utilidad Multiatributo (MAUT) 

Para cada atributo se determina la correspondiente función de utilidad (parcial), y 

luego se agregan en una función de utilidad multiatributo de forma aditiva o 

multiplicativa. Al determinarse la utilidad de cada una de las alternativas se consigue 

una ordenación completa del conjunto finito de alternativas. El método de utilidad 

multiatributo supone la transitividad de preferencias o la comparabilidad, utiliza 

“escalas de intervalo”, y acepta el principio de “preservación de orden” (Rank 

preservation). La condición de independendencia preferencial mutua entre los 

atributos suele aceptarse casi axiomáticamente, e implícitamente es cuestionable y no 

refleja la estructura de preferencias del agente decisor. El rigor y rigidez de los 

supuestos teóricos de este método usualmente controvertidos y difíciles de contrastar 

en la práctica, obliga a relajarlos, requiere un elevado nivel de información del agente 

decisor para la construcción de funciones de utilidad multiatributo, aunque permiten 

abordar fluidamente cuestiones de incertidumbre y riesgo. No obstante, a pesar de 

las dificultades en su utilización, este método cuenta con una variedad de 

experiencias prácticas. 

I.a.3. Relaciones de Superación 

Este método y el AHP usan como mecanismo básico el de las comparaciones 

binarias de alternativas, es decir comparaciones dos a dos de las alternativas, 

criterio por criterio. De esta forma puede construirse un coeficiente de 

concordancia Cik asociado con cada par de alternativas (ai,ak). Existen dos 

métodos de la escuela francesa: ELECTRE y PROMETHEE. Del método 

ELECTRE (Elimination Et Choix Traduisant la Realité) ya existen varias 

versiones que usan pseudocriterios y la teoría de conjuntos difusos. El método 

PROMETHEE (Preference Ranking Organization Method for Enrichment 

Evaluation) se ha aplicado, con predicción para problemas de ubicación. 

  

I.a.4. Análisis Jerárquico (AHP- The Analytic Hierarchy Process- Proceso Analítico 

Jerárquico)  
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I.b. AHP. Proceso Analítico Jerárquico  

 

I.b.1.Introducción 

La toma de decisión asociada a un problema complejo, con múltiples criterios, es 

una situación frecuente, tanto de la vida cotidiana como en innumerables 

situaciones operativas del ámbito económico, industrial, incluso político. 

En la década de los 80, Thomas L. Saaty (Saaty 1980, 1994, 1995, 1996, 2000, 2005, 2007), 

para hacer abordable el problema de decisión, ya que el número de comparaciones 

entre n alternativas simultáneas, es n(n-1) 0.5, propuso jerarquizar los criterios de 

decisión de forma que las comparaciones sean abordables y organizando de forma 

lógica los criterios relacionados. El procedimiento fue llamado Proceso Analítico 

Jerárquico (Analytic Hierarchy Process, AHP). 

Así, AHP, es considerada una técnica para la resolución de problemas multicriterio, 

de ámbito general que permite incorporar a la toma de decisión aspectos tangibles e 

intangibles, subjetivos y objetivos, estructurados según una jerarquía arbitraria de 

criterios de decisión. En el vértice de la jerarquía se encuentra el objetivo principal del 

problema (goal), en las hojas todas las alternativas/variables de decisión y en los 

nodos intermedios, los criterios que agrupan lógicamente las alternativas/variables 

de decisión. 

Algunas de las ventajas del AHP frente a otros métodos de Decisión 

Multicriterio son: 

 Presenta un sustento matemático 

 Permite desglosar y analizar un problema por partes 

 Permitir medir criterios cuantitativos y cualitativos mediante una escala 

común 

 Incluye la participación de diferentes personas o grupos de interés y 

generar un consenso 

 Permite verificar el índice de consistencia y hacer las correcciones, si es 

del caso 

 Generar una síntesis y dar la posibilidad de realizar análisis de 

sensibilidad 

 Facilidad de uso y permite que su solución se pueda complementar 

con métodos matemáticos de optimización 
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El diseño de la jerarquía debe ser realizado por expertos en el problema de decisión 

que deben identificar las alternativas, las variables y su relación en la jerarquía. 

La característica más destacable del modelo AHP, que basa en gran parte su 

popularidad de uso, consiste en la comparación simple, tomando sólo dos elementos 

(por tanto es muy fácil razonar sobre ellos) del mismo nivel jerárquico que permite 

determinar la importancia relativa (si se comparan criterios) o preferencia relativa (si 

se comparan alternativas) que tendrán en el cálculo del valor inmediatamente 

superior en la jerarquía. La escala numérica para expresar esa comparación está 

propuesta en el método y conduce a obtener pesos normalizados para el cálculo de 

criterio superior. La información que se obtiene, con las comparaciones pareadas, 

suele ser redundante y con diferente nivel de coherencia pero permite obtener una 

agregación lineal de las variables de decisión en cada nivel de la jerarquía, hasta la 

obtención del objetivo principal. 

I.b.2. Teoría de AHP 

Axiomas 

Se han establecido un conjunto de axiomas en los que se basa AHP. 

 Comparación recíproca: el experto debe ser capaz de realizar 

comparaciones y establecer la intensidad de sus preferencias. La 

intensidad satisface la condición recíproca: “Si A es x veces más preferido 

que B, entonces B es x-1 veces más preferido que A”. 

 Homogeneidad: “Las preferencias se representan por medio de una escala 

limitada”. 

 Independencia: “Cuando se expresan preferencias, se asume que los 

criterios son independientes de las propiedades de las alternativas”. 

 Expectativas: “Para el propósito de la toma de una decisión, se asume que 

la jerarquía es completa”. 

Metodología 

La metodología propuesta por Saaty, en su primera formulación consiste en: 

1. Modelización: Realización de un modelo jerárquico en la que se encuentran 

todos los elementos que se consideran relevantes para la toma de decisión: 

actores, escenarios, factores, elementos e interdependencias. La jerarquía 

resultante debe ser completa, representativa, no redundante y minimalista. Su 

construcción es la parte más creativa del proceso de resolución, pudiendo 

aparecer posiciones enfrentadas entre los distintos participantes. 
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2. Valoración: Incorporar las preferencias, gustos y deseos de los actores 

mediante los juicios incluidos en las denominadas matrices de 

comparaciones pareadas. Estas matrices cuadradas reflejan la dominación 

relativa de un elemento frente a otro respecto a un atributo o propiedad en 

común. En la práctica, de los dos elementos comparados, se toma como 

referencia el que posee en menor medida o grado la característica en 

estudio y se da un valor numérico de las veces que “el mayor” incluye, 

recoge, domina o es más preferido que “el menor” respecto al atributo 

estudiado. 

3. Priorización y síntesis: Proporcionar las diferentes prioridades 

consideradas en la resolución del problema. Se entiende por prioridad una 

unidad abstracta válida para cualquier escala en la que se integran las 

preferencias que el individuo tiene al comparar aspectos tangibles e 

intangibles. 

4. Análisis de sensibilidad: se suele hacer para examinar el grado de 

sensibilidad del resultado obtenido en una decisión al realizar cambios en 

las prioridades de los criterios principales de un problema. Lo que se lleva 

a cabo es un cambio en la prioridad de ese criterio manteniendo las 

proporciones de las prioridades de los otros criterios, de tal manera que 

todos ellos, incluido el criterio alterado, al modificarse sigan sumando la 

unidad. 
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En la figura 2 se muestra el proceso que deber ser seguido para la aplicación de la 

metodología AHP.
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Se modela el problema de decisión en una jerarquía de criterios de decisión. En el 

nivel superior se encuentra el objetivo o meta. El problema de decisión consiste en 

determinar la alternativa que mejor alcanza la meta. 

 

En el nivel siguiente a la meta, se encuentran los criterios. Los criterios pueden ser 

atributos, objetivos, parámetros, cualquier elemento que permita distinguir 

alternativas. Es una etapa muy importante del proceso de toma de decisión la 

elección adecuada de los criterios y la relación que hay entre ellos para poder 

alcanzar la meta. La elección inadecuada de criterios puede conducir a no obtener 

buenos resultados. 

Los criterios son dependientes del problema que se trata, no hay un conjunto 

general y su elección puede variar dependiendo del experto. Si hay algunas 

recomendaciones generales para la mejor elección de los criterios: 

 Comprensibles y medibles: El valor debe ser adecuado para expresar el 

grado de cumplimiento del criterio, de forma clara y sencilla. 

 Completitud: El conjunto de atributos indican el grado de cumplimiento 

de todos los objetivos con los que están involucrados. 

 Operatividad: Los atributos deben tener sentido para el decisor, para poder 

entender como las variaciones sobre ellos afectan a la elección de las 

diferentes alternativas y permitir informar de ellos a otros expertos. 

 Descomponibilidad: Deben permitir simplificar la toma de decisión 

permitiendo descomponer el problema general en subproblemas. 

 No redundancia: Se debe evitar que un criterio se repita en la jerarquía, es 

decir, que tenga diferentes consecuencias. 

META 
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 Minimalidad: El conjunto de atributos debe ser el menor posible, es decir, 

no debería existir un conjunto menor de atributos que pueden representar 

de forma completa el mismo problema. 

 

Los criterios pueden descomponerse en subcriterios, definiendo una jerarquía 

descendiente. Con esta estrategia puede ganarse en una mejor conceptualización 

de los elementos involucrados lógicamente. 

 

Priorización y síntesis 

Establecidos los criterios y subcriterios de la jerarquía, el siguiente paso consiste 

en determinar la relación entre ellos que permite calcular los niveles superiores 

hasta alcanzar el objetivo, esto es, definir una ponderación de la importancia 

relativa entre ellos. 

 

 

Se consideran tres tipos de prioridades: 
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 Prioridades locales: Prioridades de los elementos que cuelgan de un 

nodo común. 

 Prioridades globales: Prioridad respecto del objetivo global. Para 

calcularla es necesario multiplicar los pesos que se recorren en el camino 

desde el elemento hasta la meta. 

 Prioridad final o total: Para una alternativa se calcula su prioridad final 

agregando todas las prioridades globales necesarias al recorrer el camino 

que une esa alternativa con la meta. El cálculo de agregación consiste en 

una suma ponderada. 

En esta etapa, pueden intervenir uno o varios expertos que debe asignar un peso 

a cada criterio, realizando comparaciones binarias con todos los criterios y 

siguiendo una escala de peso relativo definida en modelo por Saaty. 

Análisis de sensibilidad 

Se trata de determinar el grado de sensibilidad del resultado con cambios que 

afectan a las prioridades de los criterios principales, modificando uno de ellos y 

alterando el resto de forma que en la modificación, sus ponderaciones sigan 

sumando 1. 

Escala de prioridades de Saaty 

Otra de las características más reconocibles del modelo AHP es la valoración 

relativa de los criterios de decisión mediante comparaciones binarias siguiendo 

una escala predefinida. Cada juicio binario, rij, es realizado por expertos en el 

problema multicriterio. Una comparación binaria involucra a dos elementos que 

se encuentran en el mismo nivel de la jerarquía y que tienen la misma consecuencia 

(mismo nodo superior en la jerarquía), siendo una medida de la prioridad relativa 

entre el criterio Ci y Cj. La comparación debe considerar la propiedad del nodo 

superior exclusivamente, sin ser afectada por el resto de elementos de la estructura 

jerárquica. 

Se han propuesto diferentes escalas para convertir en números las comparaciones 

pareadas de los expertos. 

La más utilizada es la propuesta por Saaty. Es una escala lineal (c=a*x) donde el 

valor de la comparación (peso entre los criterios) debe ser uno de la siguiente 

escala: 
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Otras propuestas de escala involucran cambios en potencias (c=xa), geométricas 

(c=ax-1), logarítmicas (c=loga (x+(a-1))), asintóticas, etc. (Ishizaka2011). 

La importancia recíproca, es decir la comparación entre el criterio Cj y Ci, el 

elemento de la matriz R de comparaciones pareadas, rji, es el inverso, rji=1/ rij , donde 

obviamente rii=1 

 

Cálculo de prioridades 

Si las prioridades de los criterios, wi, fueran conocidas entonces la matriz de 

comparaciones pareadas sería: 

 

 

 

 

Para determinar la importancia entre los criterios para obtener el objetivo, el 

vector de pesos (autovector) wj, es necesario resolver la ecuación, 𝑊𝑤⃗⃗   =𝜇𝑤⃗⃗   : 
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Todos los valores de la matriz, W, wij= wi / wj , son positivos. La matriz W tiene 

rango 1, y al ser todas las filas múltiplos de la primera, por tanto sólo tiene un 

autovalor, distinto de cero.  

 

Se observa que la suma de los elementos de una fila i es igual a 𝑤⃗⃗𝑖Σ1𝑤⃗⃗𝑗⁄𝑛𝑗=1 y la 

suma de los elementos para la columna j es 1𝑤⃗⃗𝑗⁄Σ𝑤⃗⃗𝑖𝑛𝑖=1. Cada columna de la 

matriz es un múltiplo constante del autovector de ponderación, 𝑤⃗⃗   , por tanto, se 

puede calcular normalizando cualquier columna de W.  

 

Dado que los pesos no son conocidos y la matriz de comparación, R, se realiza con 

los juicios de los expertos, que no serán absolutamente consistentes, la matriz R 

puede considerarse una perturbación de la matriz W de la forma:  

 

𝑅𝑤⃗⃗   =𝜆𝑚𝑎𝑥𝑤⃗⃗   

Para la estimación del autovector, el vector de pesos, existen diferentes 

alternativas.  

 

Cálculo de vector propio de Saaty  

 

Para realizar este cálculo se proponen diferentes algoritmos, los dos más 

utilizados son: 

 

• Media de la fila:  

• Calcular la matriz normalizada de R, Rnorm, dividiendo 

cada elemento de la j-ésima columna por la suma de todos los 

elementos de esa columna.  

 

 
• Estimar el vector de pesos 𝑤⃗⃗   , calculando el promedio de 

cada fila de la matriz normalizada.  

 

  
 

Este método es sensible al problema conocido como “problema de la 

reversión del rango”. Un cambio pequeño, como puede ser la eliminación 

de una alternativa, puede reordenar las alternativas que prevalecen. Para 

evitar esta circunstancia se propone para el cálculo del vector propio:  

 

•  Mínimos cuadrados logarítmicos:  
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Este último es el que se ha implementado para el cálculo del autovector en la 

hoja Excel que se acompaña.  

 

Cálculo de consistencia de juicios  

 

Si la matriz R fuera completamente consistente, es decir cumple la condición, rik  rkj 

= rij, entonces el autovalor λmax coincidiría con n. Es claro que es muy difícil que un 

experto pueda ser completamente consistente y se convierte en imposible cuando 

son varios expertos los que promediando sus juicios completan la matriz de 

comparación. Por tanto, es necesario utilizar una medida que pueda juzgar el 

grado de consistencia de los juicos emitidos con el fin de determinar si estos deben 

reformularse de nuevo.  

 

La consistencia se mide con un índice de consistencia (IC) que se calcula según: 

 

Se compara la consistencia de la matriz de juicios realizada por los expertos con la 

consistencia de una matriz recíproca generada aleatoria (realmente se hace sobre 

el promedio de la simulación de 100.000 matrices), llamado índice de consistencia 

aleatorio (IA). La comparación genera una ratio de consistencia (RC). 

El valor del índice de consistencia aleatoria puede calcularse de diferentes modos 

obteniéndose una tabla que asigna un valor de IA en función de la dimensión de la 

matriz, n. 

n 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16 

IA 0 0 0.525 0.882 1.115 1.252 1.341 1.404 1.452 1.484 1.513 1.535 1.555 1.570 1.583 1.595 

 

Dependiendo del valor de RC se puede concluir que la matriz es: 

 RC = 0, consistente 

 RC ≤ τ, inconsistencia admisible, el vector de pesos se admite como válido. 

 RC > τ , inconsistente. Se deben revisar los juicios pareados para tener otra 

matriz R. 
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El umbral τ toma diferentes valores en función del número de subcriterios 

involucrados. En la tabla 2 se muestran los valores propuestos para el umbral 

que determina la consistencia de la matriz en función del número de subcriterios. 

 

Existen otras propuestas de medida de la consistencia, este es un tema abierto y 

de discusión en el área de decisión multicriterio. La presentada aquí es la más 

utilizada en la práctica. 

Determinación de las prioridades entre subcriterios 

Cuando el modelo del problema de decisión se ha representado mediante una 

jerarquía que se ha organizado en varios niveles, agrupando criterios de decisión 

en subcriterios, el cálculo final requiere antes del cálculo del vector de pesos 

asociado a cada agrupación de subcriterios. Cada nivel superior requiere 

necesariamente del cálculo previo de todos los pesos de los criterios que se 

encuentran ligados con él en los niveles inferiores. El procedimiento es el mismo 

que para el cálculo del criterio global. 

 

II- Aplicación del AHP al establecimiento de un 

ranking por vulnerabilidad 

Se va a describir la aplicación de la metodología AHP para la obtención de un 

ranking de “Vulnerabilidad” por barrios de Madrid. Se tendrá como resultado 

una lista ordenada de los barrios que permitirá realizar las acciones 

presupuestarias encaminadas a reducir las desigualdades entre ellos. Por tanto, 

se establecen dos problemas diferenciados: 

1. Establecimiento del ranking de vulnerabilidad 

2. Determinación del reparto del presupuesto 
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Se va a describir en detalle cómo se ha resuelto el problema 1 que forma parte del 

alcance del proyecto. 

Siguiendo el esquema descrito en el capítulo anterior, el primer paso ha consistido 

en establecer la jerarquía de criterios (que en la terminología del problema se 

llamarán indicadores) y subcriterios que permiten calcular el objetivo final 

(Vulnerabilidad) 

II. a. Determinación de la estructura jerárquica 

El procedimiento para obtener la jerarquía ha sido algo inusual respecto a cómo 

habitualmente se han abordado este tipo de problemas. Usualmente se tiene el 

objetivo y los criterios y alternativas sobre los que hay que decidir. A partir de aquí 

emerge una estructura de subcriterios que agrupa los criterios por abstracción 

lógica de concordancia. En este caso, se estableció un conjunto de subcriterios, en 

parte procedentes del barómetro 46 sobre desigualdad interurbana y parte sobre 

decisiones de idoneidad técnica surgidas durante el desarrollo del proyecto. 

El objetivo es determinar la “Vulnerabilidad” entendiendo que un valor más alto 

significa que se es más vulnerable. Relaciona 5 subcriterios (Población, Estatus 

Socio-Económico, Actividad Económica, Desarrollo Urbano y Necesidades 

Asistenciales), tal como se muestra en la figura 5. 

El siguiente paso consiste en incorporar los criterios (indicadores) que van a 

proporcionar valores a los subcriterios. En principio, tal como se establece en la 
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metodología AHP, los indicadores deberían ser no correlados. Este requisito se 

establece para salvaguardar la coherencia de las decisiones. Esto es, supongamos que 

se tienen indicadores correlados, tendríamos dos circunstancias: 

 Los indicadores correlados están agrupados en el mismo subcriterio. Si son 

los únicos indicadores en el subcriterio, entonces aportan información 

redundante, bastaría con utilizar sólo uno de ellos. Si se encuentran con otros 

indicadores, entonces la importancia entre ellos debería ser igual y tener la 

misma con el resto de indicadores, de lo contrario, se producen inconsistencias 

lógicas difíciles de detectar. 

 Los indicadores correlados se encuentran en diferentes subcriterios. En este 

caso, se tendrá una correlación entre los subcriterios por lo que la relación de 

estos con otros subcriterios debería estar en relación de concordancia. 

Los indicadores incorporados y su relación con los subcriterios se muestran en la 

figura 6. 
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Los indicadores recogen valores segregados a nivel de barrio salvo “Tasa de Parados 

Sin Prestación” y los correspondientes a las “Necesidades Asistenciales”. Si bien, 

“Tasa demanda Dependientes” tiene valores diferenciados por barrio ya que su valor 

se ha calculado dividiendo el número de demandantes (el mismo valor para todos los 

barrios del distrito) entre los habitantes del barrio. Se sugiere que, en el futuro, estos 

indicadores se puedan incorporar con su valor por barrio ya que no permiten 

diferenciar entre barrios. 

Para los indicadores “Esperanza de Vida”, “Renta media hogar” y “Valor Catastral” 

se deberá realizar una inversión de los valores para poder alinear correlaciones 

positivas con la vulnerabilidad. Esto es, para el resto de indicadores salvo los tres 

indicados, cuando crecen debe crecer la vulnerabilidad. Para estos tres, la 
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vulnerabilidad debe crecer cuando disminuyen de valor y debido a que se exige 

correspondencia entre todos, después de normalizarse se invertirán. 

Los valores de los indicadores se recogen en un anexo al final del informe. 

Los subcriterios “Estatus socio-económico” y “Desarrollo Urbano” dependen de 

un indicador, por lo que podrían sustituirse por este. Se toma la decisión de 

mantener esa estructura por mantener la correspondencia de indicadores 

descrita en el monográfico sobre desigualdad interurbana y por su posible 

ampliación a otros indicadores en el futuro. 

II.b. Análisis cuantitativo de los indicadores 

En la tabla 3 se muestran los valores mínimos, mediana, media, desviación 

estándar y máximo de los indicadores utilizados. 

Tabla 3 

Valores mínimos, mediana, media, desviación estándar y máximo de los 

indicadores 

  Min Med Mean SD Max 

Tasa Inmigrantes 2,0% 6,6% 7,7% 4,7% 25,7% 

Esperanza de Vida 78,1 82,9 82,7 1,4 88,3 

Sin Estudios o 

Primarios 
15,0% 40,1% 42,6% 18,8% 80,3% 

Habitantes 1114 22453 24826 14260 79087 

Renta media 

hogar 

           18.122 € 34.928 € 39.934 € 16.898 

€ 

113.837 € 

Tasa Paro 

Absoluto 
3,6% 9,0% 9,0% 3,1% 17,6% 

Tasa Paro mayores 

45 

3,9% 10,7% 10,8% 3,3% 20,9% 

Tasa de Parados  

Sin Prestación 
3,8% 6,0% 6,0% 1,6% 9,2% 

Valor Catastral              37.968 €    112.989 € 154.658 € 124.519 € 713.345 € 

Tasa demanda  

Dependientes 
0,0% 0,6% 0,8% 0,7% 3,3% 

Familas 

perceptoras renta 

mínima 

39 530 759 714 3038 

Tasa SAD 

Dependencia 
0,8% 4,7% 5,1% 3,0% 11,9% 

Tasa Teleasistencia 

Dependencia 
0,8% 4,3% 5,1% 2,7% 12,1% 

 

Cabe destacar que el indicador “Esperanza de Vida” tiene una desviación 

estándar muy pequeña comparada con su rango de valores, esto indica que no va 
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a proporcionar mucha información y por tanto debería revisarse en el futuro su 

uso o debería pesar muy poco respecto del resto de indicadores. 

La comparación entre los indicadores, ya normalizados, permite observar 

la magnitud de la información que cada indicador puede proveer. 

 

Figura 7 

Comparación entre los indicadores normalizados 

En la figura 8 se muestra la tabla de correlación entre los indicadores. 

Se considera que existe una correlación directa alta para valores superiores 

a 0.7 y correlación inversa alta para inferiores a -0,7. Una correlación muy 

alta se corresponde con valores superiores e inferiores a 0,9 y -0.9 

respectivamente. 
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Figura 8 

Correlación de los indicadores 

De la tabla de correlación se observa que el indicador de la tasa de personas sin 

estudios o hasta primarios, se correla con los tres indicadores de paro, muy alta con 

la tasa de paro absoluto y con la de mayores de 45 y alta correlación inversa con la 

renta media por hogar, mayor tasa sin estudios o primarios, menor renta media por 

hogar. Estas correlaciones deben ser tenidas en cuenta cuando se comparen los 

subcriterios de “Población”, “Estatus Socio-Económico” y “Actividad Económica” 

para no entrar en contradicciones lógicas. 

El indicador “Habitantes” está correlado con la “Demanda de dependencia”, es 

lógico, mayor número de habitantes, mayor tasa de demanda. De hecho, la 

demanda de dependencia no se correla con ningún otro indicador, es 

independiente de la renta, valor catastral, etc., sólo de la cantidad de población. 
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Los indicadores relacionados con la dependencia se correlan entre sí, como es 

lógico y las familias perceptoras de renta mínima con los parados sin prestación. 

Es interesante observar el valor catastral no tiene correlación alta con ningún otro 

indicador, solo una leve correlación con la renta media, y la esperanza de vida no 

tiene ninguna. Esto se debe a que la esperanza de vida debe depender de otros 

factores no relacionados ni con la renta, ni con la actividad económica, sino del 

servicio sanitario que alcanza a todos independientemente de los indicadores 

manejados en este proyecto. 

Los test de normalidad muestran que los indicadores sean distribuciones 

normales. Se puede observar en las figuras 9a a 9l la distribución de la densidad 

de los indicadores. 

Figura 9a 

 

Tasa de inmigrantes 

 

Figura 9b 

Esperanza de vida 
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Figura 9c 

Sin estudios o con estudios primarios 

 

Figura 9d 

Renta media del hogar 

 

Figura 9e 

Tasa de paro absoluto 
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Figura 9f 

 

Tasa de paro mayores de 45 

 

Figura 9g 

Tasa de parados sin prestación 
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Figura 9h 

Valor catastral 

 

 

Figura 9i 

Tasa demanda de dependientes 
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Figura 9j 

Familias perceptoras de renta mínima 

 

Figura 9k 

Tasa SAD Dependencia 

 
Figura 9l 

Tasa de telasistencia dependencia 

Las distribuciones de densidad muestran estructuras complejas para todos los 

indicadores. Esta característica es deseable ya que un indicador con una distribución 

plana no aportaría un criterio para poder distinguir entre alternativas, barrios, en este 

caso. 

Atendiendo a los indicadores, se pueden agrupar las alternativas (barrios) por 

similitud en los valores. Esto puede observarse al realizar una agrupación 

jerárquica. 
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La figura 10 muestra la agrupación resultante. 
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Figura 10 

Agrupación jerárquica de los barrios 

t .  
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Estas agrupaciones se obtienen con los indicadores ya normalizados y sin 

peso entre ellos. Es de esperar que al pesar los indicadores mediante la 

metodología AHP, las distancias entre grupos aumenten, aunque pueden 

mantenerse en el ranking próximo, barrios que ahora lo están. Este análisis 

podría servir para establecer categorías de vulnerabilidad, si por ejemplo se 

quieren definir 10 categorías, bastaría con agrupar por distancia el punto 

donde antes se forman 10 grupos, tal como se muestra en la figura 11  

 

 



                                         
  

 

 INFORMES Y ESTUDIOS 2018. AREA DE COORDINACION TERRITORIAL Y COOPERACION PÚBLICO SOCIAL. SERVICIO DE ESTUDIOS Y EVALUACIÓN TERRITORIAL 

47 

 

Figura 11 

Categorías de vulnerabilidad 

Este análisis puede realizarse desde los indicadores, es decir, agruparlos en 

función de la proximidad en sus valores respecto de los barrios. El resultado 

se muestra en la figura 12. 
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Figura 12 

Agrupación de los indicadores 

Este análisis da indicaciones de la estructura, atendiendo a los valores, en los que 

podrían organizarse los criterios. Se puede observar grandes similitudes con la 

estructura AHP elegida. 

En el estudio de la cantidad de información y la organización de los criterios puede 

profundizarse realizando un análisis de componentes principales. Este análisis 

permite determinar qué criterios son los que permiten discriminar mejor las 

alternativas (figura 13). 
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Figura 13 

Contribución de las variables en la discriminación de las alternativas 

En los siguientes biplots (figuras 14 y 15) se pueden observar las relaciones 

entre las variables y los datos. En nivel de gris se representa la contribución 

de cada criterio para establecer la mejor clasificación de datos y el ángulo 

que forman unos criterios con otros determina la correlación entre ellos. Los 

criterios más determinantes son las tasas de paro y la tasa sin estudios o 

primarios, altamente correlados entre ellos. En el extremo opuesto están los 

habitantes y la esperanza de vida que no correlan con otras variables y 

tienen una baja contribución para clasificar los datos. 
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Figura 14 

Bitplot con las relaciones entre las variables y los datos 
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Figura 15 

Bitplot con las relaciones entre las variables y los datos 

 

III. Matriz pareada de pesos 

El siguiente paso consiste en dar valores a las matrices pareadas, para cada subcriterios con 

sus criterios relacionados, y los subcriterios con el objetivo global (Vulnerabilidad). 

Para facilitar la entrada de valores y poderlos modificar, se ha realizado una hoja de cálculo 

en Microsoft Excel. Las relaciones pareadas son las siguientes: 

Para los indicadores que forman los subcriterios. 
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Para los 

indicadores 

que forman 

los 

subcriterios

.  

  Importancia Relativa 

  MENOR   IG

U 

AL 

MAYOR 

 

Población 

Ext  

re  

ma 

  Mu 

cho 

  Bas  

tan  

te 

  Al

g 

o 

  Igu  

al 

  Al

g 

o 

  Bas  

tan  

te 

  Mu 

cho 

  Ext  

re  

ma 

Tasa 

Inmigrante

s frente a 

Esperanza 

de Vida 

                    

x 

            

Tasa  

Inmigrantes  

frente a Sin  

Estudios o  

Primarios 

            

x 

                    

Tasa  

Inmigrantes  

frente a  

Habitantes 

                          
x 

      

Esperanza 

de vida 

frente a Sin 

Estudios o 

Primarios 

      
x 

                          

Esperanza 

de vida 

frente a 

Habitantes 

                        
x 
        

Sin 

Estudios o 

Primarios 

frente a 

Habitantes 

                              
x 

  

 

  Importancia Relativa 

  
MENOR 

IG

U 

AL 

MAYOR 

Actividad 

Económica 
Ext  

re  

ma 

  Mu 

cho 

  Bas  

tan  

te 

  Al

g 

o 

  Igu  

al 

  Al

g 

o 

  Bas  

tan  

te 

  Mu 

cho 

  Ext  

re  

ma 

Tasa de 

Paro frente 

a Tasa Paro 

mayores 45 

            
x 

                    

Tasa de Paro 

frente a Tasa 

de Parados sin 

Prestación 

              
x 

                  

Tasa Paro 

mayores 45 

frente a Tasa 

Parados sin 

Prestación 

                

x 
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  Importancia Relativa 

  
MENOR 

IG

U 

AL 

MAYOR 

Necesidades 

Asistenciales Ext  

re  

ma 

  
Mu 

cho 

  
Bas  

tan  

te 

  
Al

g 

o 

  
Igu  

al 

  
Al

g 

o 

  
Bas  

tan  

te 

  
Mu 

cho 

  
Ext  

re  

ma 

 

 

Tasa 

Demanda 

Dependientes 

frente a 

Familas 

perceptoras 

renta mínima 

            

x 

                    

Tasa 

Demanda 

Dependiente

s frente a 

Tasa SAD 

Dependencia 

                

x 

                

Tasa Demanda 

Dependientes 

frente a Tasa 

Teleasistencia 

Dependencia 

                

x 

                

Familas 

perceptoras 

renta 

mínima 

frente a 

Tasa SAD 

Dependenci

a 

                    

x 

            

Familas 

perceptoras 

renta 

mínima 

frente a Tasa 

Teleasistenc

ia 

Dependenci

a 

                    

x 

            

Tasa SAD 

Dependencia 

frente a Tasa 

Teleasistencia 

Dependencia 

                    

x 

            

 

Finalmente, los subcriterios para obtener la Vulnerabilidad: 

  Importancia Relativa 

  MENOR 
IG

U 

AL 

MAYOR 

Vulnerabilidad Ext  

re  

ma 

  Mu 

cho 

  Bas  

tan  

te 

  Al

g 

o 

  Igu  

al 

  Al

g 

o 

  Bas  

tan  

te 

  Mu 

cho 

  Ext  

re  

ma 
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Población 

frente a 

Estatus Socio-

económico 

            
x 

                    

Población  

frente a  

Actividad  

Económica 

            
x 

                    

Población  

frente a  

Desarrollo  

Urbano 

                    
x 

            

Población 

frente a 

Necesidad

es 

Asistencial

es 

                    
x 

            

Estatus 

Socio-

económico 

frente a 

Actividad 

Económica 

                

x 

                

 

 

Estatus 

Socio-

económico 

frente a 

Desarrollo 

Urbano 

                     

x 

            

Estatus 

Socio-

económico 

frente a 

Necesidades 

Asistenciale

s 

                     

x 

            

Actividad  

Económica  

frente a  

Desarrollo  

Urbano 

                     

x 

            

Actividad 

Económica 

frente a 

Necesidad

es 

Asistencial

es 

                       

x 

          

Desarrollo 

Urbano frente 

a Necesidades 

Asistenciales 

              
x 

                   

 

 
A partir de estas comparaciones, siguiendo la escala de Saaty, se tienen las matrices pareadas, con 

los pesos para cada criterio. 
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El autovector correspondiente al autovalor mayor de la matriz proporciona los pesos 

entre los criterios. El valor aparece como un porcentaje a la izquierda de la matriz.  

Todos los valores de consistencia de Saaty son inferiores al 10% por lo que se considera 

que los juicios realizados son consistentes. 

 

IV. Cálculo del ranking 

El siguiente paso consiste en normalizar las entradas y aplicar las combinaciones lineales de 

los criterios, según los pesos de las matrices calculados en el paso anterior, para tener el valor 

correspondiente a los subcriterios. Después, con los valores de los subcriterios se podrá 

calcular la “Vulnerabilidad”. 

El análisis estadístico que se realizó para los criterios, puede ahora extenderse a los 

subcriterios y la vulnerabilidad. Esto permite comprender la relación que se crea entre todos 

los indicadores. 

IV.a. Análisis cuantitativo de los criterios y objetivo 

Los valores mínimos, mediana, media, máximos y desviación estándar se 

muestran en la tabla 4. 
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Tabla 4 

Valores mínimos, mediana, media, máximos y desviación estándar 

  Min Med Mean SD Max 

Población 0,0035 0,0074 0,0078 0,0029 0,016 

Estatus Socio-Económico 0,0077 0,0078 0,0078 0. 

00003 

0,0078 

Actividad Económica 0,0039 0,0077 0,0078 0,0022 0,0137 

Desarrollo Urbano 0,0076 0,0078 0,0078 0. 

00005 

0,0079 

Necesidades Asistenciales 0,0008 0,0066 0,0078 0,0056 0,0258 

Vulnerabilidad 0,0054 0,0076 0,0078 0,0017 0,0119 

 

Es interesante mostrar las correlaciones entre los indicadores, subcriterios y objetivo. 
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La Vulnerabilidad tiene una correlación alta con el estatus socio-económico y con las 

necesidades asistenciales y muy alta correlación con la población y en especial con la actividad 

económica. Dentro de población se correla con la tasa de sin estudios o primarios y en la 

actividad económica con las tasas de paro. 

Las distribuciones de densidad de la vulnerabilidad y sus subcriterios son: 

 

La agrupación de los subcriterios siguiendo la agrupación por distancia de los barrios 

sería: 

 

E 

1 

3 

43 
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Haciendo el análisis de componentes principales se puede observar con detalle estas 

relaciones. 

 

Se observa como la dimensión principal agrupa a la actividad económica y la población 

entorno a la vulnerabilidad, mientras que la dimensión secundaria está formada por el 

desarrollo urbano, prácticamente ortogonal a los anteriores. 

Los barrios proyectados en estos ejes se muestran en la siguiente imagen. 
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La agrupación de barrios siguiendo los subcriterios y el objetivo se muestra en la 

siguiente figura: 
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Finalmente, se van a mostrar los gráficos correspondientes a las relaciones lineales 

existentes entre vulnerabilidad y sus subcriterios, posicionando los barrios en las 

gráficas. 
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Estatus socio-económico y desarrollo urbano presentan una correlación no lineal 

con la vulneración, mientras que el resto es claramente lineal. 

 

V. Extensión a distritos 
Dado que toda la estructura jerárquica ha sido obtenida a nivel de barrio, realizar 

un ranking de distritos vulnera la ortodoxia académica en la aplicación de la 

metodología AHP. Esto es, para obtener valores a nivel de distrito, bastaría con 

tener los indicadores a ese mismo nivel y aplicar los pesos hasta obtener un valor 

de vulnerabilidad para los distritos. Los valores de los subcriterios y el valor del 

objetivo (Vulnerabilidad) para los distritos se han obtenido promediando los 

valores correspondientes a esos valores en los barrios que forman un distrito, 

insistimos, no aplicando la metodología AHP a nivel de distrito. Los valores se 

muestran en los anexos. 

La gráfica siguiente muestra el promedio de la vulnerabilidad de barrios a nivel de 

distritos. 
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VI. Adecuación del AHP al proceso de asignación del 

FRT 

El empleo del AHP aparece especialmente indicado para aquéllos procesos de toma de 

decisiones en los que no resulta posible llevar a cabo una cuantificación precisa del 

impacto que cada una de las alternativas que se ofrecen ante el decisor puede tener en el 

problema de la adopción de la decisión final (Yau, 2008). Pero, además, ofrece otras 

ventajas de gran valor para quienes se ven obligados a justificar la decisión. De un lado, 

el AHP permite incorporar, como se ha visto, tanto estimaciones cuantitativas, como 

cualitativas, dando lugar a un grado elevado de objetivación de estas últimas o, por 

decirlo, de otra manera, obligando a reducir la carga subjetiva de la decisión al tener que 

realizar un ejercicio de comparación por pares que, además, será transparente para todos 

aquellos que decidan analizar el proceso de toma de decisiones. En este sentido y, dado 

que se trata de la distribución de una importante cantidad de fondos, y por la relevancia 

política indudable que tienen siempre las políticas públicas en las que existen elevados 

presupuestos y que se orientan a buscar la solución de los problemas más urgentemente 

sentidos por la sociedad, el empleo de una herramienta que permite que el ejercicio de 

ponderación de criterios sea transparente se hace imprescindible. 

No debe olvidarse, tampoco, que la asignación del FRT se realiza, en el Ayuntamiento 

de Madrid, a los Distritos y que, por ello, se trata de una distribución competitiva en la 

que los fondos que son asignados a uno de ellos, son fondos que no reciben los demás. 

Se hace más que evidente la necesidad de emplear un proceso que permita a cada uno 

de los afectados comprobar que los criterios por los que se ha decidido la asignación a 

cada uno de ellos pueden ser analizados y son transparentes. De este modo, la 

conflictividad del proceso puede reducirse. 
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A ello debe añadirse el hecho de que el AHP permite tener en cuenta variadas 

perspectivas sobre el mismo problema. Así, a la hora de fijar las ponderaciones o pesos 

relativos de cada uno de los criterios que forman parte de la decisión, pueden tenerse en 

cuenta las opiniones, no sólo de expertos, sino de los afectados, que pueden reflejar su 

interpretación de la realidad relativa al desequilibrio en el desarrollo urbano de Madrid. 

En este caso, se optó por el empleo de expertos y el análisis de los resultados de la 

investigaciones existentes sobre desarrollo urbano para proceder a establecer unas 

ponderaciones que reflejaran lo más fielmente posible la importancia relativa que cada 

criterio tiene en relación a las particularidades que pueden afectar a la ciudad de Madrid, 

así como la importancia que los estudios han mostrado que cada uno de ellos tiene a la 

hora de reducir los desequilibrios y lograr un desarrollo sostenible de los entornos 

urbanos. 

Las características que definen al AHP y que son: (1) la necesidad de dar un valor 

explícito por comparación a cada uno de los criterios que son tenidos en cuenta para 

tomar la decisión, es decir, la transparencia del proceso; (2) la posibilidad de emplear 

todo tipo de datos, expresados en bruto o de manera proporcional, por ejemplo, e 

incluso la posibilidad de incorporar y combinar datos de tipo cuantitativo y cualitativo; 

(3) la idoneidad de su aplicación en entornos locales y (4) la necesaria interdependencia 

que ha de existir entre los criterios en función de los cuales se decide, convierten al AHP 

en el modelo ideal para la tarea de establecer un ranking de los 128 barrios de la ciudad 

de Madrid en el que se ordenen por razón de su situación de desequilibrio, a partir del 

cual pueda distribuirse el FRT. 

Es necesario insistir en que el objetivo del presente proyecto y de la aplicación del AHP 

es establecer el mencionado ranking como primer paso para la asignación de la 

correspondiente partida presupuestaria a los distritos a cargo del FRT.  

 

VII. Indicadores disponibles y fuentes 

La selección de un sistema válido de indicadores de cohesión territorial puede resultar 

compleja. No solo por la elección de aquellos indicadores y variables más relevantes, 

sino también por el acceso a los mismos. Aunque la disponibilidad de datos en los 

repositorios oficiales limita el alcance de la investigación, la información disponible ha 

sido suficiente para realizar un análisis con el alcance necesario para identificar los 

patrones de desequilibrio territorial y las áreas vulnerables del municipio de Madrid. 

Es necesario, en primer lugar, identificar el territorio como un sistema integrado por tres 

ámbitos o subsistemas: el sistema físico (natural o ambiental), el sistema social y el 

sistema económico (productivo). Tres espacios que son observables a través de una serie 
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de indicadores y cuya relación determinará el grado de equilibrio de cada uno de los 

barrios. Por tanto, de la interrelación entre ellos, de los indicadores disponibles, 

identificamos los patrones con los que es posible operativizar el análisis de la cohesión 

territorial. No obstante, cabe advertir que existe una cierta ausencia de interconexión 

entre estos ámbitos más allá de la formulación teórica, así como una eficaz integración 

interdisciplinar para articular de forma eficaz la dinámica del sistema en el tiempo 

(Lozano, 2008; Pillet, 2013) 

A juicio de Moreno y Vinuesa (2009), la formulación de una metodología que persigue 

la detección de estos patrones exige una serie de requisitos en la recolección de 

indicadores y variables: a) contemplar la diversidad de dimensiones empíricas del 

espacio urbano y establecer en qué medida se vinculan o relacionan con tales principios, 

de forma que se pre-visualice su ulterior trascripción analítica; b) considerar la escala 

espacial de análisis, dado que los fenómenos se despliegan territorialmente con 

intensidades y variabilidades de desigual significación según dicha escala; y c) 

seleccionar y aplicar herramientas analíticas apropiadas para aprehender los 

desequilibrios-reequilibrios intraurbanos de manera eficaz. 

Para el diseño y elaboración del AHP se han seleccionado una serie de indicadores 

disponibles clasificados, a su vez, en categorías que aproximan a la identificación de los 

subsistemas descritos anteriormente. Todos los criterios y subcriterios empleados, que 

se reflejan en la tabla 1 y cuyas fuentes se muestran en la tabla 2, además, han mostrado, 

en estudios previos su utilidad para evaluar el desempeño de las conocidas como Smart 

Cities aplicando el mismo método de decisión multicriterio que aquí se muestra 

(Lombardi y Giordano, 2012), y coinciden con los que se suelen encontrar en estudios 

dedicados a la elaboración de diferentes rankings de Smart Cities (Giffinger et al., 2007; 

Deakin, 2010; Caragliu et al., 2011) y con los que se identifican como factores cruciales a 

la hora de tomar decisiones relacionadas con la reducción de las situaciones de pobreza 

o vulnerabilidad (Olateju Oyatoye y Chizomam Daniel, 2013). 
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VII.a. Población 

Tasa de inmigrantes 

El empleo de un indicador de población referido a la tasa de población inmigrante2 se 

relaciona, tal y como han evidenciado las pruebas realizadas en la matriz, de manera 

constante con algunos otros indicadores, especialmente con aquellos que se refieren al nivel 

de paro y el valor catastral de las viviendas. Una evidencia que refuerza la necesidad de 

incluir este indicador en el análisis de los desequilibrios territoriales de la ciudad de 

Madrid. 

Es importante señalar que la definición de la población extranjera en Europa no es una 

cuestión sencilla. Los extranjeros no sólo han llegado a Europa desde una amplia 

variedad de países, sino que su estatuto jurídico y civil también difiere entre los países. 

Sin embargo, a pesar de las variaciones en el país de origen y origen étnico, y a pesar de 

las variaciones de la situación civil entre los países, los «extranjeros» son considerados 

forasteros en sus sociedades de acogida. Desde un punto de vista teórico, pueden ser 

vistos como poblaciones fuera del grupo y, como tales, a menudo se convierten en 

blanco de discriminación, prejuicio, hostilidad e incluso violencia (Semyonov et al., 

2006). 

Los inmigrantes se enfrentan a todo tipo de retos a medida que buscan vivienda, 

educación, empleo y atención sanitaria en el momento en que han dejado atrás muchas 

de sus redes existentes, mientras que la comunidad anfitriona a menudo se esfuerza por 

entender y aceptar a los inmigrantes (Policy Research Initiative 2003). Los extranjeros que 

llegan en calidad de inmigrantes económicos, reinician sus vidas partiendo de una 

situación de extrema vulnerabilidad. Es necesario tener en cuenta que muchos de ellos en 

sus países de origen también vivían en precario o en situación de exclusión, lo que acentúa 

esta situación (Sánchez y Tezanos, 2004). Su precariedad, tras su llegada a España, se 

asocia también a factores estructurales, a factores familiares/relacionales, personales y 

culturales. Es el caso del 10% de los inmigrantes que, tras cinco o seis años de haberse 

desenvuelto en circuitos marginales, ya forman parte del colectivo de personas «sin 

hogar». Se convierten en seres humanos con déficits muy profundos, con un modus vivendi 

de mera supervivencia y con carencia de recursos económicos propios. Son «etiquetados», 

por la sociedad «normalizada», de desviados, marginados, enajenados, al tiempo que 

pueden ser objeto de racismo biológico/social, segregación y estigmatización (Sánchez y 

Tezanos, 2004). 

                                                           
2 Los datos que se han empleado para el análisis han sido la proporción de inmigrantes resultantes de calcular 
los extranjeros menos UE y resto países de OCDE/Población total. 
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Las barreras sistémicas e individuales a las que se enfrentan los inmigrantes incluyen 

formas particulares de indiferencia y discriminación. La falta de reconocimiento de las 

credenciales y cualificaciones extranjeras, la discriminación racial o étnica, los prejuicios en 

el entorno de trabajo, la falta de acceso a viviendas asequibles y la falta de una formación 

lingüística adecuada contribuyen a la exclusión social de los más vulnerables (Papillon, 

2002). Por ello, no podemos pasar por alto que, a juicio de expertos como Berman y 

Phillips (2000), la inclusión/exclusión social se encuentra directamente relacionada con 

los principios de igualdad y equidad y las causas estructurales de su existencia. Para 

obtener un nivel básico de inclusión es necesaria la existencia de infraestructuras de 

apoyo, condiciones de trabajo y bienes colectivos de tal manera que se prevengan o 

minimicen los mecanismos que causan la exclusión (Berman y Phillips, 2000). Un ayuda 

que, en gran medida debe proveer de las políticas asistenciales de las administraciones 

públicas pues, a su llegada, la falta de redes sociales en las que apoyarse, habilidades 

personales inadecuadas, descualificación laboral, dificultades idiomáticas, el choque 

cultural que implica su llegada a un país desconocido, el racismo social al que pueden 

verse sometidos (Tezanos y Tezanos, 2003). 

La ausencia de redes familiares y sociales, y en gran medida ante la falta de políticas de 

atención a esta población, los inmigrantes se congregan, con frecuencia, en ciudades 

particulares, o áreas específicas de una ciudad, en respuesta al conocimiento y los lazos 

familiares o comunitarios que son establecidos por las corrientes migratorias anteriores, así 

como un producto de varias políticas y comportamientos de las comunidades de acogida. 

Las razones de la congregación o dispersión del inmigrante son complejas (Johnson et al., 

2002), al igual que las creencias y reacciones a tal comportamiento (Spoonley et al., 2005). 

La gestión urbana local, las políticas de empleo y de vivienda, en particular, pueden tratar 

de abordar las cuestiones de la separación espacial y la exclusión de los grupos de 

migrantes. La concentración espacial de los inmigrantes puede no ser necesariamente un 

problema: puede contribuir a la creación de redes sociales y facilitar el acceso al empleo; 

Pero también puede, cuando se combina con la pobreza, convertirse en una mezcla 

explosiva, que conduzca directamente a la exclusión social de las generaciones futuras 

(Papillon, 2002). 

Esperanza de vida 

El empleo de los datos relativos a la esperanza de vida como instrumento de medición 

del desarrollo o la exclusión social no resulta novedoso. Desde el año 1990, Naciones 

Unidas, elabora y presenta el «Informe sobre el Desarrollo Humano». Un primer 

intento de medir el impacto de distintos elementos, todos ellos contenidos en el diseño 

de la nueva metodología para el análisis de los desequilibrios en el municipio de 

Madrid. Así, el Índice de Desarrollo Humano mide el progreso de un país a partir de 

la esperanza de vida, el nivel educacional y el ingreso per cápita (Griffin, 2001). 
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La relación entre el desarrollo de los países o sociedades y la esperanza de vida ha sido 

bien documentada. Por ejemplo, en los países con muy alto desarrollo humano se tiene 

una esperanza de vida de 80 años mientras que en los de bajo desarrollo humano solo 

alcanza los 58,7 años (Salazar y García, 2014). Se han encontrado evidencias empíricas 

suficientes para asegurar que el Desarrollo Humano está fuertemente correlacionado con 

la esperanza de vida, la educación y los ingresos. Así, se encuentra una gran diferencia, 

como acabamos de señalar, entre los países con un bajo Índice de Desarrollo humano, que 

tienen un 26,63% menos años de vida, un 62,83% menos en promedio de escolaridad y un 

ingreso inferior en 95,24% (Salazar y García, 2014). 

Desde el punto de vista metodológico de esta investigación, es obligado advertir que 

el Modelo Analítico Jerárquico no realiza una evaluación del Desarrollo Humano a 

pesar de contemplar, entre los indicadores disponibles, la medición de la esperanza 

de vida, educación y renta media por hogares (aunque en la medición original 

contempla el ingreso per cápita), sino que intenta establecer una relación más amplia 

entre los distintos indicadores. 

Asimismo, es necesario advertir que en los países desarrollados la esperanza de vida 

presenta una fuerte relación con el desarrollo de las políticas sanitarias y asistenciales. 

Mejorar la salud de la población no solo implica retrasar la muerte o aumentar la 

esperanza de vida al nacer. Las personas y las sociedades también están preocupadas por 

la presencia de enfermedades y por el deterioro de la salud (especialmente en todo lo 

relacionado con la dependencia). En los últimos seis decenios, los avances en medicina y 

salud pública, la mejora de los niveles de vida, el mayor nivel educativo y la disminución 

de la fecundidad han contribuido a reducir de manera muy significativa la mortalidad en 

la mayoría de las regiones del mundo, lo que ha permitido un incremento notable de la 

esperanza de vida a nivel global (Salomon et al., 2013). 

Las escasas diferencias que con frecuencia encontramos entre la esperanza de vida de 

aquellas personas con un mayor nivel y un menor nivel de desarrollo, no atenúan, sin 

embargo, las existentes entre otros indicadores de índole socioeconómico (Salomon et 

al., 2013). Principalmente porque la evidencia demuestra que las desigualdades en los 

niveles de salud y esperanza de vida son innecesarias e injustas. Pueden ser reducidas 

mediante la activación de políticas sociales y sanitarias. Por ello, la reducción de las 

desigualdades existentes en materia de salud, que afectan directamente a la esperanza 

de vida de la población, deber ser una prioridad de los gobiernos (Leppo et al., 2013). 

No es de extrañar, por tanto, que las sociedades socialmente cohesionadas, con 

Estados de bienestar desarrollados y servicios de educación y salud de alta calidad, 

han creado las condiciones para que las personas alcancen un nivel de desarrollo 

suficiente para incrementar su esperanza de vida (Marmot et al., 2013). 
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Nivel de estudios 

La relación entre la educación y la exclusión social ha sido, sin duda, una de las cuestiones 

más estudiadas por las ciencias sociales, en especial por la sociología. No solo desde el 

punto de vista del acceso a la educación, las dificultades que las clases más desfavorecidas 

han tenido para formarse, sino también por la fuerte correlación que se produce entre la 

ausencia de un nivel óptimo de educación y el desarrollo de la vida laboral (Cuñado y de 

Gracia, 2012). Cuanto menor es el nivel formativo, más probable es desempeñar trabajos 

de baja cualificación y en condiciones poco favorables (Feinstein 2003; Halsey et al. 1980). 

Un patrón de comportamiento que provoca un desigual acceso a los recursos económicos, 

generando una brecha socioeconómica de difícil resolución a corto plazo y que incide, con 

especial virulencia, en períodos de crisis económica. 

Si revisamos los datos aportados en este análisis, el nivel de educación y los indicadores 

relacionados con el paro muestran, como se preveía, una fuerte correlación. Cuanto menor 

es el nivel educativo, más probable es encontrarse en paro. Si tenemos en cuenta que la 

ausencia de formación no es un factor que pueda corregirse en un breve período de 

tiempo, que además se encuentra fuertemente condicionado por la situación 

socioeconómica de los progenitores (Feinstein y Symons, 1999), esta situación de 

precarización quedará cristalizada durante largo tiempo, generando, por tanto, una 

situación «cusipermanente» de vulnerabilidad social ya que, como acabamos de 

advertir, la educación se relaciona directamente con el empleo, una mejor calidad de 

trabajo, un mayor salario esperado e incluso una mejor salud (Cuñado y de Gracia, 

2012), elementos que afectará, necesariamente, en la calidad de vida de las personas. 

Los académicos en diversas áreas de la economía y las ciencias sociales coinciden en situar 

la educación como uno de los factores que más influyen en la vida de los individuos. Y lo 

hace de un modo permanente y estable, pues el conocimiento acumulado a través de la 

educación es determinante no solo para el desarrollo laboral sino que también se emplean 

las herramientas adquiridas a través de la educación para desenvolverse en su entorno 

social, político... (Zanin et al., 2015). La escolarización ayuda, además, a establecer unos 

estándares morales en los estudiantes, una socialización que los integra en la comunidad 

en la que viven (Bjornskov, 2007; Huang et al., 2009; Zanin et al., 2013; Brewer et al., 2014). 

Una integración social que será crucial para su calidad de vida pues, como sugieren 

distintos estudios, cuanto mayor sea la educación más probable es que se produzca un 

desarrollo económico favorable (Helliwell y Putnam, 2007; Zak y Knack, 2001; Dearmon 

y Grier, 2009). Del mismo modo, también son diversos los estudios que apuntan que 

cuanto mayor es el nivel de educación más integradas están los ciudadanos en su 

comunidad, coincidiendo estos con los grupos sociales que poseen un mayor nivel de 

ingresos (Zanin, 2016). La educación se sitúa, por tanto, como uno de los aspectos claves 

para la prevención de exclusión social, motivo por el que cobra especial importancia los 

programas de ayuda a la escolarización, hogares de acogida, programas de apoyo a los 
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niños escolarizados y todos aquellos destinados a garantizar la igualdad de 

oportunidades en la educación obligatoria y post obligatoria (Montserrat et al., 2013). 

La educación, por tanto, tiene un impacto significativo en el crecimiento económico a 

nivel agregado (Nelson y Phelps, 1966, Benhabib y Spiegel, 1994, Lucas 1988, Mankiw 

et al., 1992) y, como acabamos de advertir, afecta a la calidad de vida de los individuos. 

No solo en su desarrollo económico, uno de los factores más estudiados, también en 

lo que tiene que ver con el bienestar subjetivo, lo que le confiere una gran importancia. 

Son diversos los autores que establecen una relación entre la educación y la 

autoconfianza y autoestima (Cuñado y de Gracia, 2012). 

Fruto del desigual desarrollo personal y económico que produce la educación, el riesgo 

de exclusión abre un gap creciente entre los privilegiados, que trabajan, gozan de una 

cierta seguridad y de un nivel de vida confortable, y los desfavorecidos y marginados, 

que no tienen acceso al mundo laboral y padecen inseguridad económica, aislamiento y 

serias limitaciones para la participación social. Esta dramática brecha pone en tela de 

juicio las bases en las que teóricamente se asientan las sociedades modernas occidentales, 

pues delata su incapacidad para asegurar a una parte de la población la protección y el 

bienestar económico y social a que tiene derecho (Tezanos, 1999; González Faraco et al., 

2012). 

 

No es de extrañar que la educación se haya convertido en uno de los ámbitos sociales 

preferentes para la búsqueda de la equidad, precisamente porque constituye un 

mecanismo esencial para acceder al trabajo, a la cultura y a la participación social, y 

con ellos a un nivel de vida digno y a la integración social de los ciudadanos. La 

educación forma, por esta razón, parte sustantiva de las políticas sociales como 

principio corrector de las desigualdades sociales y dispositivo compensador de los 

déficits que padecen los grupos más desfavorecidos (González Faraco et al., 2012). 

Valgan de ejemplo las políticas de discriminación positiva o las actuaciones en zonas 

de acción educativa prioritaria en distintos países de la Unión Europea (Luzón y 

Torres, 2006). En este mismo sentido, por ejemplo, la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) publicó en 2007 «No more failures. 

Ten steps to equity in education», un documento que recoge un conjunto de 

recomendaciones para lograr una sociedad más justa y equitativa a través de la 

educación (González Faraco et al., 2012). 
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VII.b. Estatus socioecnómico  

Renta Media Hogar 

Extraído de los «Indicadores Urbanos (Urban Audit)3 » que elabora el Instituto 

Nacional de Estadística (INE), la renta neta media anual de los hogares está constituida 

por el conjunto de los ingresos percibidos por ellos una vez descontados los impuestos 

y las cotizaciones a la seguridad social que se hayan satisfecho (INE, 2016). 

La renta per cápita es uno de los indicadores más empleados en los análisis de la 

vulnerabilidad y exclusión social. No obstante, son muchos los expertos que 

consideran más adecuado emplear el gasto de las familias en bienes de consumo como 

un indicador más preciso a hora de obtener una radiografía más eficaz de las 

situaciones de vulnerabilidad social. En sentido contrario, también son muchos los 

expertos que sostienen que fijar la atención en la capacidad de gasto sin atender a los 

ingresos puede obviar situaciones de endeudamiento de las familias que, a medio y 

largo plazo, pueden generar pobreza. 

La renta per cápita tiene en cuenta el valor de todas las transacciones financieras a 

precios de mercado, incluidas categorías como el gasto militar o el de la administración 

general que no están directamente relacionados con los ingresos y los gastos de los 

hogares. El bienestar económico de las personas se puede evaluar con mayor precisión 

centrándose en la parte del ingreso nacional que se relaciona directamente con los 

hogares, a saber, el ingreso disponible, el gasto de consumo y el ahorro neto más la 

porción del gasto público relacionado con la salud, la educación, la vivienda, el medio 

ambiente y el bienestar social (Jacobs y Šlaus, 2010). Por ello, la renta media familiar se 

muestra como un indicador más fiable al entender que recoge no solo las rentas 

individuales de los hogares, sino que las analiza desde un punto de vista integrado de 

un conjunto de personas que toma decisiones económicas comunes, comparten sus 

ingresos y realizan una serie de gastos que benefician por igual a todos los miembros 

que benefician por igual a todos los miembros que lo componen (Navarro y Larrubia, 

2006).  

 

La mayor parte de la investigación sobre la pobreza en los países desarrollados centra 

su atención en los ingresos de los hogares como el instrumento más solvente para captar 

los niveles de vida y distinguir a los que viven en situación de vulnerabilidad de los que 

se encuentran por encima de la media. Además de analizar cuántos de estos hogares 

están en riesgo de pobreza, no solo es capaz de capturar la privación de recursos que 

ponen en riesgo a las personas que viven en el hogar, sino que también es capaz de 

identificarlo y relacionarlo con distintos grupos de hogares (Nolan y Whelan, 2009). De 

                                                           
3 El Proyecto Europeo Urban Audit recoge información sobre las condiciones de vida en las ciudades de la Unión Europea 

y los países candidatos. Se trata de un proyecto puesto en marcha por la Dirección General de Política Regional y Urbana 
(DG REGIO), coordinado por Eurostat y desarrollado por las Oficinas de Estadística de los Estados participantes (INE, 
2016). 
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este modo, pueden establecerse ranking de vulnerabilidad y activar políticas específicas 

para evitar el deterioro de las condiciones de vida de los hogares más deteriorados. 

 

La renta media de hogar se ha visto atenuada como factor explicativo de la 

vulnerabilidad social, y por extensión urbana, no tanto por su crecimiento en la década 

de 1980 y 1990, sino por la proliferación de las políticas asistenciales que se activaron 

para paliar las deficiencias que presentaban los hogares más vulnerables. Aunque la red 

de protección social puede atenuar las diferencias, los desequilibrios territoriales, la 

renta media por hogar sigue siendo un indicador claro de estas desigualdades pues, en 

gran medida, la desaparición de estas medidas asistenciales situaría a estos hogares en 

claro riesgo de exclusión. Si bien la reducción de las formas más extremas de pobreza 

que suscita la prolongación del crecimiento agregado de la economía es una evidencia 

contrastada para numerosos países, no existe un bagaje teórico y empírico 

suficientemente sólido que permita aislar las fuerzas económicas y sociales que 

determinan tal relación. Son numerosas las singularidades de la estructura social y 

económica que mediatizan cualquier intento de establecer un tipo de relación lineal entre 

ambas variables. Dilucidar, por tanto, si la reducción del número de hogares con 

ingresos por debajo del umbral de rentas mínima obedece a la recuperación del ritmo de 

crecimiento a lo largo del período considerado o al papel que ha podido jugar la 

extensión del gasto social es un problema de difícil solución (Ayala y Palacio, 2000). 

Desempleo 

La situación laboral, como es evidente, indica en primer lugar la capacidad de gasto de 

los ciudadanos. El acceso a los ingresos, con o sin rentas o programas asistenciales, 

determina la calidad de vida de los ciudadanos, no solo desde una perspectiva 

individual sino también del hogar. Tradicionalmente, con el objetivo de medir el 

bienestar social, se han empleado indicadores económicos como el Producto Nacional 

Bruto (PNB). Un enfoque analítico unidimensional pues solo considera un fenómeno 

unidimensional económico. Es a partir de la década de 1970, con la proliferación de todo 

tipo de indicadores sociales, cuando el bienestar social comenzó a ser visto como un 

fenómeno multidimensional que incluía factores no económicos como la salud, la 

educación, el empleo o el medio ambiente. Factores que se consideran esenciales para 

medir el bienestar individual dentro de una comunidad pero que dependen, en gran 

medida, de la situación laboral de los ciudadanos (Setién 1993; Sen, 1997; Noll 2002; 

Espina y Arechavala, 2013; Schweiger, 2013). 

 

Para iniciar el análisis y descripción de los efectos perniciosos del desempleo es necesario 

tener en cuenta, como hemos adelantado anteriormente, la caída de los ingresos del 

hogar que provoca la situación de desempleo. Un factor que determina la emergencia de 

una situación de vulnerabilidad que puede conducir al hogar al umbral de la pobreza. 

Si atendemos, por ejemplo, a la medición de la pobreza que realiza Eurostat, que 

empleando principalmente indicadores económicos define a «los pobres» como aquellas 
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personas cuyos ingresos son inferiores al 60% de la media nacional (Dieckhoff y Gash, 

2015), este se situaría como uno de los grandes desafíos de los Estados miembros de la 

Unión Europea pues: los ingresos de unos 80 millones de personas en la UE que caen 

por debajo del umbral del 60%; la privación material severa afecta a unos 40 millones de 

ciudadanos de la UE; unos 34 millones de europeos viven en los llamados hogares 

desempleados. Es obligado tener en cuenta que unos 6,7 millones de personas 

experimentan las tres situaciones y 80 millones de personas sólo experimentan una de 

las tres condiciones (Social Protection Committee, 2011; Copeland y Daly, 2012). 

 

El desempleo está considerado como uno de los factores que guardan una mayor 

correlación con el bienestar individual, motivo por el que sus causas y consecuencias ha 

sido largamente debatidos por la academia (Gimenez-Nadal y Molina, 2014). Como 

hemos advertido anteriormente, la capacidad socioeconómica, el nivel de desarrollo, 

presenta una fuerte relación con otros indicadores como la educación. Así, en un primer 

análisis, se detecta una relación lineal entre la tasa de paro (en las tres dimensiones 

empleadas en el AHP) y la educación. Aquellos barrios que cuenta con una población 

con un menor nivel educativo, tienen una mayor probabilidad de concentrar una mayor 

tasa de paro. Una evidencia que, desde la actividad económica, podríamos extender al 

tipo de ocupación que desempeña esta población, ocupando, con toda probabilidad, 

trabajos poco cualificados. Por tanto, los grupos de población que se ven afectados por 

el desempleo, especialmente en situaciones de crisis económicas, son aquellos que 

trabajan en puestos que requieren una menor cualificación y tienen una menor 

formación. Del mismo modo, tanto el desempleo como el subempleo es más común entre 

los inmigrantes que entre la población nacional (Piller, 2012). 

 

El desempleo, la tasa de paro absoluta, genera todo tipo de consecuencias, no solo 

socioeconómicas, también políticas y sociales. Por ello, este factor se muestra tan 

importante a la hora de explicar los desequilibrios territoriales y la aparición de áreas de 

vulnerabilidad social en una población que no se ha concentrado espacialmente por su 

situación laboral pero que, sin embargo, debido a otros factores han facilitado la 

aparición de focos urbanos que se caracterizan por la fuerte concentración de población 

en situación de desempleo. 

La proliferación de estas áreas urbanas en las que se concentra la población con estas 

necesidades especiales permite a las administraciones públicas emprender políticas 

destinadas a paliar los efectos más perniciosos del desempleo, especialmente entre 

aquellos parados de más de 45 años, generalmente aquellas personas que son la principal 

fuente de ingresos para el hogar, y los parados sin prestación. Una orientación asistencial 

de la administración que se inicia durante la década de 1990, momento en el que coincide 

una importante crisis económica que se acompaña de una fuerte crisis de desempleo, 

coincidencia que degenera en una importante crisis institucional. Como respuesta, la 

administración pone en funcionamiento una serie de planes de seguro de desempleo y 

políticas asistenciales que tratan de paliar los efectos de las crisis de empleo. No obstante, 

no faltan los autores que sostienen que estos planes de seguro de desempleo aumentan 
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el salario de reserva de los desempleados y desincentivan la búsqueda de un nuevo 

empleo, contribuyendo a cristalizar una situación que, de facto, no es necesariamente 

una causa de vulnerabilidad. Aunque las comparaciones de las series transnacionales 

que tratan de analizar la relación entre las prestaciones por desempleo y las tasas 

nacionales de desempleo son contradictorias en sus conclusiones (Sjöberg et al., 2010), el 

efecto positivo de la «generosidad» de los subsidios de desempleo sobre la duración del 

desempleo es ciertamente uno de los hallazgos más evidentes en la literatura 

microeconométrica, pero también un permanente objeto de debate (Tatsiramos y Van 

Ours, 2012). 

 

La situación del desempleo afecta igualmente a la integración de los parados en la 

comunidad. Las evidencias demuestran que en los países donde los trabajadores tienen 

un riesgo de pobreza relativamente alto, especialmente entre los parados sin prestación 

por la drástica caída que se producen en sus ingresos, es probable que se vea afectada su 

participación social, incrementando la diferencia entre los empleados y los 

desempleados, tal y como muestra la European Social Survey (Dieckhoff y Gash, 2015). 

Hallazgos que reafirman las principales conclusiones de estudios anteriores que habían 

demostrado que las personas en situación de desempleo tienen niveles de más bajos de 

participación social (Brand y Burgard, 2008, Gallie et al., 1994, Paugam y Russell, 2000). 

Por tanto, si el desempleo también afecta a esta participación, podemos esperar una 

intensificación de las implicaciones negativas del desempleo y los procesos de 

desventaja acumulativa que desencadena (Gangl, 2006; Watson, 2010) y que pueden 

conducir a una situación de aislamiento y marginación social. 

El desempleo de larga duración puede afectar de manera plausible a individuos, familias 

y comunidades de manera directa. Cuando los individuos están sin trabajo, sobre todo 

cuando son parados de larga duración, aquellos que además han perdido las 

prestaciones por desempleo, su capital social y laboral se deteriora. Cuanto mayor el 

tiempo que pasan sin encontrar trabajo, menor es la probabilidad de encontrar un buen 

empleo y mayor es la de, en caso de encontrarlo, obtener una remuneración inferior a la 

del empleo precedente. Además, el estrés de estar fuera del ámbito laboral puede influir 

en la salud física y mental del individuo, en la dinámica familiar y en el bienestar de sus 

hijos. La pérdida involuntaria del trabajo es un acontecimiento agotador, creando una 

variedad de problemas que deben ser abordados con el fin de evitar la proliferación de 

problemas adicionales (Nichols et al., 2013). 

 

Con la crisis económica el concepto de «jobless households» (Gregg y Wadsworth, 1998; 

Kenworthy, 2008; Copeland y Daly, 2012), hogares desempleados, ha cobrado una gran 

importancia. Durante el tiempo en el que un trabajador está en situación de desempleo, 

sobre todo si es o son las principales fuentes de recursos del hogar, el ingreso familiar 

disminuye drásticamente. La pérdida de ingresos reduce la cantidad y calidad de bienes 

y servicios que la familia del trabajador puede adquirir (Nichols et al., 2013). En este 

sentido, Browning y Crossley (2001) encuentran que las familias con un trabajador 

desempleado tienen un 16 por ciento menos de consumo después de seis meses de 
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desempleo, pero 24 por ciento más si el único trabajador de la familia se quedó sin 

empleo en comparación con quienes no han perdido su empleo. A pesar de ello, después 

del desempleo el consumo cae menos que los ingresos, en parte debido a las prestaciones 

sociales e incluso a la capacidad de endeudamiento de los hogares. Algo que genera, a 

su vez, efectos perniciosos pues, como Borie-Holtz et al. (2010) demuestran, los 

desempleados de larga duración «formalizan» un sistema de préstamos a amigos y/o 

entidades especializadas en créditos al consumo, gastan sus ahorros y dedican el dinero 

reservado para los pagos de sus hipotecas o alquileres al consumo. Una situación que 

conduce a un balance contable deficitario y, en un período relativamente breve de 

tiempo, a la «declaración de bancarrota» (Godofsky et al., 2010). 

 

Las evidencias empíricas de las consecuencias negativas que acompañan, a corto o 

medio plazo, a la pérdida del empleo, son manifiestamente claras. El desempleo conduce 

a una pérdida de la renta inmediata, salarios permanentemente más bajos, 

empeoramiento de la salud (especialmente referidos a la salud mental con patologías 

como depresión o ansiedad) e incluso unos mayores índices de mortalidad (Kenworthy, 

2008; Copeland y Daly, 2012; Nichols et al., 2013). Aunque el vínculo entre la larga 

duración del desempleo y las consecuencias más trágicas es tenue, hay patrones que 

indican que la disminución del bienestar se produce a medida que el desempleo se 

prolonga, especialmente en aquellos caos que en los que los ingresos no se recuperan a 

los niveles previos al desempleo. Consecuencias que, observados en una unidad de 

análisis como el hogar pone de manifiesto el efecto expansivo que tiene este tipo de 

fenómenos pues, por ejemplo, la pérdida de empleo de los padres obstaculiza el proceso 

educativo de los hijos y, por tanto, influye en su desarrollo formativo y las capacidades 

que tendrán cuando ingresen en el mercado laboral, haciéndolo con un menor nivel de 

competitividad (Nichols et al., 2013). 

VII.c. Desarrollo urbanístico  

Valor catastral 

Ante la inexistencia de unos valores que ofreciesen mayor solvencia, por razón de su 

actualización o alcance, se recurre a un indicador económico como el valor catastral de 

la vivienda por su valor analítico y descriptivo de los barrios de las ciudades y su 

relación con la vulnerabilidad urbana. Tal y como establece la Dirección General del 

Catastro (2004), en aplicación del Real Decreto Legislativo 1/2004, el valor catastral es 

un valor administrativo fijado objetivamente para cada inmueble y que resulta de la 

aplicación de los siguientes criterios: 

 La localización del inmueble, las circunstancias urbanísticas que afecten al suelo 

y su aptitud para la producción. 

 El coste de ejecución material de las construcciones, los beneficios de la 

contrata, honorarios profesionales y tributos que gravan la construcción, el uso, 
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la calidad y la antigüedad edificatoria, así como el carácter histórico-artístico u 

otras condiciones de las edificaciones. 

 Los gastos de producción y beneficios de la actividad empresarial de 

promoción, o los factores que correspondan en los supuestos de inexistencia de 

la citada promoción. 

 Las circunstancias y valores del mercado valor del suelo, valor de la 

construcción y gastos de producción y beneficios de la actividad empresarial de 

promoción. 

El empleo del valor catastral como indicador de la desigualdad territorial de los barrios 

no limita su alcance la detección de zonas vulnerables en los entornos urbanos. Son 

diversos los estudios que establecen una relación entre la creación de zonas vulnerables, 

el valor de la vivienda y la renta familiar. El desarrollo desigual de la renta en los barrios, 

con familias que ven como su nivel de vida se ve incrementado, provoca la salida de 

estas a barrios con un mayor nivel de renta, que además tiene viviendas con un mayor 

valor catastral. Tras su salida, dejan un espacio en el barrio, viviendas, que al tener un 

menor valor son ocupadas a su vez por familias con un nivel de renta inferior. Esta 

concentración de viviendas con familias con un nivel de renta inferior provoca, a su vez, 

la concentración de una serie de factores que inciden en el deterioro social, económico y 

político (Bunting et al., 2004). Población que demandará servicios públicos asistenciales 

para paliar estas condiciones, es decir, se produce una concentración espacial o 

localización de factores y condiciones que generan vulnerabilidad urbana. 

 

La limitación del valor catastral como indicador a la hora de determinar la existencia de 

zonas vulnerables, sobre todo en grandes ciudades con barrios muy diferenciados, se ve 

mitigada por su relación, como acabamos de ver, con otros indicadores incluido en el 

análisis jerárquico, principalmente con la renta media por hogar o las familias 

perceptoras renta mínima. No obstante, la ausencia de seguridad en el trabajo o los bajos 

ingresos (asistenciales o empleo), la renta mínima de hogares menos favorables, son 

factores significativos de la inestabilidad de la vivienda. La mayoría de las personas que 

se encuentran en situación de exclusión o en riesgo de estarlo, no pueden encontrar una 

vivienda adecuada que sea asequible y ofrezca la necesaria estabilidad y seguridad 

(Murray, 1990). La ausencia de un parque de viviendas asequibles de calidad, a las que 

no pueden acceder las personas con un menor nivel de renta, pone en riesgo a las 

personas económicamente menos favorecidas (Bunting et al., 2004; Moore y Skaburskis, 

2004). 

VII.d. Necesidades asistenciales 

En la descripción de los principales factores hemos puesto de manifiesto en reiteradas 

ocasiones la importancia de las políticas públicas dirigidas a corregir las desigualdades 
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que generan la renta media de los hogares, la educación, la situación de vulnerabilidad 

de la población inmigrante, etc. Programas activos que, con desigual éxito, han 

procurado la corrección de algunos de los patrones de vulnerabilidad detectados y que, 

por definición, se han concentrado en determinados segmentos de la población. Esta 

concentración ha permitido, a su vez, identificar con claridad áreas espaciales del 

entorno urbano con características específicas del desequilibrio territorial del municipio 

de Madrid. 

 

Los programas asistenciales y/o sociales tienen la misión de cumplir, a juicio de autores 

como Mkandawire (2004), con una serie de propósitos: i) la protección de los más 

vulnerables, tanto de aquellas personas que muestran una alta estabilidad en esta 

situación como aquellas que pasan por contingencias adversas; ii) la ayuda a la creación 

y sostenimiento del desarrollo económico mediante programas de salud, formación, 

mantenimiento... del capital humano y la fuerza productiva; iii) redistribución de la 

riqueza, políticas dirigidas a la redistribución de la renta y la reducción de las 

desigualdades de todo índole, como las educativas, económicas o relativas a la sanidad; 

iv) cuidado social, las políticas de protección también se dirigen al cuidado de los 

individuos, en particular de los niños, enfermos y ancianos. Más allá de esta descripción, 

es importante tener en cuenta que las políticas sociales pueden incluir objetivos más 

amplios como fortalecer la solidaridad y la cohesión social, promover la participación y 

el empoderamiento, y fortalecer procesos e instituciones inclusivas y democráticas 

(UNRISD, 2010; Nelson, 2013). Una serie de elementos que ponen de manifiesto la 

capacidad de las administraciones públicas de actuar directamente sobre la calidad de 

la vida de los ciudadanos. 

 

Las políticas sociales influyen notablemente en la preservación del capital social. Según 

advierten distintos teóricos del capital social, las interacciones y redes sociales formales 

e informales son el mejor medio para mantener la cohesión social. Sin embargo, las 

desigualdades económicas (algunas ya han sido explicadas a lo largo de esta 

investigación) reducen con frecuencia las reservas de este capital social (Alesina y 

Ferrara, 2002; Putnam, 2000). Son las políticas asistenciales las que se ocuparán de crear 

una red de ayuda que permita preservar ese capital social (Putnam, 2000). La renta 

mínima de inserción o los programas de dependencia, tal y como afirma Mkandawire 

(2004), permitirán a la población vulnerable alcanzar los niveles necesarios de desarrollo, 

facilitando su realización personal e integración social en la comunidad en la que viven. 

 

Durante las últimas décadas uno de los debates en torno a las políticas sociales y del 

bienestar que más importancia ha cobrado ha sido el relativo a la renta mínima. Una 

política dirigida a asegurar un ingreso mínimo en la población y que consagra, en 

definitiva, desde un punto de vista económico y ético, el derecho de los ciudadanos a 

disponer de un ingreso mínimo garantizado (Van Parijs, 2009; Standing 2005; Widerquist 

et al., 2005). Una ambiciosa y compleja política social contra la pobreza y la exclusión no 

exenta de detractores y riesgos (Rallo, 2015). En primer lugar, el desarrollo de la renta 
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mínima como mecanismo de lucha contra la pobreza y la exclusión exige que las 

instituciones procuren su implementación con un sentido verdaderamente integral. Para 

que esta estrategia sea eficaz, debe formularse como una política a largo plazo, es decir, 

no puede limitar su acción a la corrección de deficiencias coyunturales provocadas, por 

ejemplo, por una crisis económica (De Wispelaere y Noguera, 2011). 

 

Según Standins (2011), fundador de «Basic Income Earth Network (BIEN)», la renta 

mínima no solo solucionaría un problema económico, sino también social y político, 

pues la eliminación de la preocupación por el sustento mínimo «liberaría» a cientos de 

miles de ciudadanos. Sin embargo, en sentido contrario, no faltan autores que sostienen 

que la existencia de una renta mínima, sobre todo de una renta mínima incondicional, 

enfrenta a los beneficiarios a una mayor presión social al entenderse que no contribuyen 

del mismo modo al mantenimiento de la sociedad. Argumento que pervertiría una de 

las principales razones por las que muchos especialistas abogan por renta mínima como 

un instrumento eficaz en la lucha contra la exclusión social (Jordan 1996, Van Parijs 

1996). 

 

No menos problemática resulta la aplicación de la Ley de Dependencia. Tal y como 

ponen de manifiesto autores como Marban Gallego (2012), aunque todavía es pronto 

para realizar una evaluación en profundidad del sistema de dependencia, la capacidad 

regulatoria de la ley no garantiza en su formulación la homogeneidad en su aplicación, 

el sistema de acceso de la población ni la calidad de las prestaciones. Este hecho se debe 

a que la competencia de implementación y desarrollo de la Ley de Dependencia se 

transfirió a las Comunidades Autónomas, insertándose dentro del área de políticas y 

servicios sociales autonómica. El Estado puede contribuir a equilibrar el sistema 

garantizando una prestación mínima igual per cápita en todo el territorio del Estado, así 

como contribuir a cierta redistribución territorial según la prestación acordada, que se 

basa en criterios de población, personas atendidas, dispersión territorial e insularidad, 

con el fin de garantizar cierta equidad en un sistema diverso por definición, pero al no 

sustentarse en una ley básica no puede alterar el equilibrio competencial (Marbán 

Gallego, 2012). 

 

El desarrollo y aplicación de la Ley de Dependencia y las políticas asistenciales 

destinadas al desarrollo de una red de apoyo a las personas con estas necesidades, se ha 

visto mermada por la crisis económica y por la excesiva focalización que se ha producido 

en las prestaciones económicas (Ortega, 2013; Martín et al., 2013). En el caso de España, 

la prevalencia de las prestaciones económicas podría explicarse por: (a) razones 

económicas, al ser más “baratas” que las prestaciones en servicios; (b) la facilidad de la 

gestión para las propias administraciones; (c) por las citas electorales acontecidas 

durante su desarrollo y durante las cuales se iban asignando prestaciones económicas, 

dada su mayor visibilidad y ágil concesión, y (d) porque pueden contar con cierto 

consenso social por parte del núcleo principal de cuidadores, mujeres de entre 55 y 70 
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años con poca cualificación profesional que, o no han estado nunca en el mercado 

laboral, o han estado poco tiempo (Marbán Gallego, 2012).. 
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RESULTADOS 
Una vez obtenido el peso de cada uno de los criterios, se procede a incorporar los valores 

para cada uno de los barrios de los distintos indicadores, tras lo cual se obtiene el ranking 

de vulnerabilidad perseguido en el que quedan ordenados tal y como se muestra en la 

tabla 3. 

Tabla 3 

Ranking de barrios por vulnerabilidad (de más a menos vulnerable) 2018 

RANKING 
VULNERABILIDAD 

DISTRITO BARRIO 

1 13. Puente de Vallecas    132. San Diego 

2 13. Puente de Vallecas    131. Entrevías 

3 13. Puente de Vallecas    136. Numancia 

4 17. Villaverde    172. San Cristóbal 

5 13. Puente de Vallecas    135. Portazgo 

6 13. Puente de Vallecas    134. Palomeras Sureste 

7 13. Puente de Vallecas    133. Palomeras Bajas 

8 12. Usera    127. Pradolongo 

9 11. Carabanchel    113. San Isidro 

10 17. Villaverde    171. San Andrés 

11 11. Carabanchel    115. Puerta Bonita 

12 12. Usera    124. Almendrales 

13 12. Usera    126. Zofio 

14 11. Carabanchel    114. Vista Alegre 

15 11. Carabanchel    117. Abrantes 

16 12. Usera    122. Orcasur 

17 12. Usera    125. Moscardó 

18 20. San Blas    203. Amposta 

19 12. Usera    123. San Fermín 

20 11. Carabanchel    112. Opañel 

21 11. Carabanchel    111. Comillas 

22 17. Villaverde    175. Los Ángeles 

23 17. Villaverde    174. Los Rosales 

24 20. San Blas    202. Hellín 

25 12. Usera    121. Orcasitas 

26 10. Latina    102. Puerta del Angel 

27 10. Latina    101. Cármenes 

28 10. Latina    103. Lucero 

29 19. Vicálvaro    192. Ambroz 

30 11. Carabanchel    116. Buenavista 
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31 17. Villaverde    173. Butarque 

32 06. Tetuán    064. Almenara 

33 10. Latina    104. Aluche 

34 10. Latina    107. Las Águilas 

35 18. Villa de Vallecas    181. Casco Histórico de Vallecas 

36 20. San Blas    204. Arcos 

37 20. San Blas    207. Canillejas 

38 20. San Blas    201. Simancas 

39 06. Tetuán    066. Berruguete 

40 10. Latina    105. Campamento 

41 06. Tetuán    065. Valdeacederas 

42 01. Centro    012. Embajadores 

43 06. Tetuán    061. Bellas Vistas 

44 14. Moratalaz    145. Fontarrón 

45 15. Ciudad Lineal    153. Quintana 

46 15. Ciudad Lineal    152. Pueblo Nuevo 

47 15. Ciudad Lineal    151. Ventas 

48 18. Villa de Vallecas    182. Santa Eugenia 

49 10. Latina    106. Cuatro Vientos 

50 14. Moratalaz    146. Vinateros 

51 14. Moratalaz    144. Media Legua 

52 19. Vicálvaro    191. Casco Histórico de Vicálvaro 

53 01. Centro    016. Sol 

54 14. Moratalaz    141. Pavones 

55 01. Centro    015. Universidad 

56 01. Centro    013. Cortes 

57 01. Centro    011. Palacio 

58 15. Ciudad Lineal    154. Concepción 

59 16. Hortaleza    164. Pinar del Rey 

60 20. San Blas    206. Rejas 

61 21. Barajas    212. Aeropuerto 

62 06. Tetuán    062. Cuatro Caminos 

63 06. Tetuán    063. Castillejos 

64 02. Arganzuela    023. Chopera 

65 15. Ciudad Lineal    155. San Pascual 

66 14. Moratalaz    143. Marroquina 

67 08. Fuencarral-El Pardo    084. Pilar 

68 01. Centro    014. Justicia 

69 21. Barajas    213. Casco Histórico de Barajas 

70 02. Arganzuela    026. Palos de Moguer 

71 16. Hortaleza    165. Apóstol Santiago 

72 14. Moratalaz    142. Horcajo 
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73 20. San Blas    208. Salvador 

74 20. San Blas    205. Rosas 

75 08. Fuencarral-El Pardo    081. El Pardo 

76 16. Hortaleza    163. Canillas 

77 08. Fuencarral-El Pardo    086. Valverde 

78 09. Moncloa-Aravaca    094. Valdezarza 

79 08. Fuencarral-El Pardo    083. Peñagrande 

80 15. Ciudad Lineal    156. San Juan Bautista 

81 15. Ciudad Lineal    157. Colina 

82 02. Arganzuela    025. Delicias 

83 02. Arganzuela    027. Atocha 

84 02. Arganzuela    021. Imperial 

85 02. Arganzuela    022. Acacias 

86 15. Ciudad Lineal    159. Costillares 

87 09. Moncloa-Aravaca    091. Casa de Campo 

88 15. Ciudad Lineal    158. Atalaya 

89 05. Chamartín    053. Ciudad Jardín 

90 08. Fuencarral-El Pardo    085. La Paz 

91 05. Chamartín    052. Prosperidad 

92 04. Salamanca    043. Fuente del Berro 

93 07. Chamberí    072. Arapiles 

94 07. Chamberí    071. Gaztambide 

95 07. Chamberí    073. Trafalgar 

96 16. Hortaleza    166. Valdefuentes 

97 03. Retiro    032. Adelfas 

98 21. Barajas    214. Timón 

99 04. Salamanca    044. Guindalera 

100 09. Moncloa-Aravaca    092. Argüelles 

101 07. Chamberí    075. Ríos Rosas 

102 02. Arganzuela    024. Legazpi 

103 04. Salamanca    045. Lista 

104 03. Retiro    031. Pacífico 

105 04. Salamanca    042. Goya 

106 03. Retiro    034. Ibiza 

107 08. Fuencarral-El Pardo    082. Fuentelarreina 

108 09. Moncloa-Aravaca    093. Ciudad Universitaria 

109 08. Fuencarral-El Pardo    087. Mirasierra 

110 16. Hortaleza    162. Piovera 

111 16. Hortaleza    161. Palomas 

112 08. Fuencarral-El Pardo    088. El Goloso 

113 07. Chamberí    074. Almagro 

114 05. Chamartín    056. Castilla 
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115 07. Chamberí    076. Vallehermoso 

116 21. Barajas    211. Alameda de Osuna 

117 04. Salamanca    046. Castellana 

118 05. Chamartín    054. Hispanoamérica 

119 03. Retiro    033. Estrella 

120 09. Moncloa-Aravaca    097. Aravaca 

121 03. Retiro    035. Jerónimos 

122 04. Salamanca    041. Recoletos 

123 05. Chamartín    055. Nueva España 

124 03. Retiro    036. Niño Jesús 

125 09. Moncloa-Aravaca    096. El Plantío 

126 05. Chamartín    051. El Viso 

127 09. Moncloa-Aravaca    095. Valdemarín 

128 21. Barajas    215. Corralejos 
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Las posiciones para cada uno de los distritos se muestran en la siguiente tabla 

Tabla 

Ranking de distritos por vulnerabilidad (de más a menos vulnerable) 

DISTRITO 
RANKING DE 

VULNERABILIDAD 
2018 

ÍNDICE DE 
VULNERABILIDAD 

2018 

13. Puente de Vallecas 1 0,0115 

17. Villaverde 2 0,0101 

12. Usera 3 0,0101 

11. Carabanchel 4 0,0099 

10. Latina 5 0,0090 

19. Vicálvaro 6 0,0086 

18. Villa de Vallecas 7 0,0086 

20. San Blas 8 0,0085 

06. Tetuán 9 0,0084 

01. Centro 10 0,0079 

14. Moratalaz 11 0,0079 

15. Ciudad Lineal 12 0,0075 

02. Arganzuela 13 0,0069 

16. Hortaleza 14 0,0068 

08. Fuencarral-El Pardo 15 0,0066 

21. Barajas 16 0,0065 

07. Chamberí 17 0,0062 

09. Moncloa-Aravaca 18 0,0061 

04. Salamanca 19 0,0060 

05. Chamartín 20 0,0059 

03. Retiro 21 0,0059 
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MAPA DE VULNERABILIDAD POR DISTRITOS DE MADRID 2018  
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